
 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Sección Segunda – Subsección “C” 
Calle 24 No. 53-28, Of 1-11, Torre C, Bogotá, D.C. 

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Bogotá, D.C., 31 de agosto de 2022    

 

 
EXPEDIENTE : 25000234200020220005000 

DEMANDANTE : BERONICA NAYIBE VARGAS CEDIEL 

DEMANDADO : DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO - 

DIRECCION NACIONAL DE INTELIGENCIA 

MAGISTRADO : SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ POVEDA  

 

 

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de las 

facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; procede a: 

 

Correr TRASLADO A LAS EXCEPCIONES, por el término de TRES (3) DIAS 

hábiles, de conformidad con el artículo 201A de la ley 1437 de 2011, este término 

empezará a correr a partir del segundo día hábil de esta fijación.  
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Contestación Rad. 25000234200020220005000

PQR <pqr@dni.gov.co>
Lun 01/08/2022 12:02

Para: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion C Tribunal Administrativo - Cundinamarca
<rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co>;jaimehernandez.abogado@outlook.com
<jaimehernandez.abogado@outlook.com>;phiguera@procuraduria.gov.co <phiguera@procuraduria.gov.co>
CC: notificacionesjudiciales@dni.gov.co <notificacionesjudiciales@dni.gov.co>

4 archivos adjuntos (11 MB)
1. Contestacion BERÓNICA NAYIBE VARGAS.pdf; 2. Poder y anexos.pdf; 3. Antecedentes.pdf; 4. Pruebas.pdf;

 
Buen día
 
Señor Magistrado,
Dr. SAMUEL JOSÉ RAMIREZ POVEDA
Tribunal Administrativo de Cundinamarca
Sección Segunda Subsección C
rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.       S.       D.
 

Radicado: 25000234200020220005000
Medio de Control
Demandante:

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
BERÓNICA NAYIBE VARGAS CEDIEL

Demandando: NACIÓN – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DIRECCION NACIONAL DE
INTELIGENCIA

Asunto: Contestación de la demanda
 
Respetado Señor Magistrado,
 
En atención a la demanda de la referencia remitida a través de correo electrónico el 13/06/2022, por medio del presente escrito nos
permitimos remitir a usted CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA citada en la referencia, escrito remitido igualmente a las demás
partes procesales de conformidad con la Ley 2213 de 2022. 
 
Para efectos de lo anterior nos permitimos remitir: 
 

1)      Contestación de la demanda (30 folios)
2)     Poder debidamente conferido y anexos de poder (20 folios)
3)     Antecedentes (52 folios)
4)     Pruebas (56 folios)

 
Agradecemos confirmar recibido.
 
 
Cordial Saludo,

DIRECCIÓN NACIONAL DE INTELIGENCIA - DNI
Oficina de atención al ciudadano
pqr@dni.gov.co
contactenos@dni.gov.co
Av. Calle 26 No. 69-63 Oficina 414 Edificio Torre 26 – Corredor
Empresarial Salitre
Bogotá - Colombia
Línea de atención al ciudadano: (571) 4320001
PBX: (571) 4320000

cid:image001.png@01d500fd.ac6984e0
Este mensaje y cualquier archivo adjunto del mismo son o podrían ser propiedad de la Dirección Nacional de

Inteligencia y puede contener información privilegiada y confidencial, la cual es para uso exclusivo del destinatario.
Debe considerar este mensaje clasificado como INFORMACIÓN RESERVADA.

Si usted ha recibido esta comunicación por error sin ser su destinatario, por favor avisar al remitente y bórrelo
inmediatamente. Cualquier retención, difusión, distribución, copia o toma de acción con base en este, se encuentra

estrictamente prohibida.
Si el receptor de este mensaje no es el destinatario y hace uso indebido de dicha información, como servidor

público, se verá abocado a que se adelanten en su contra acciones penales y disciplinarias, conforme a lo establecido
en la Ley 599 del 2000, Código Penal artículo 418, la Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario, artículos 34 y

35 y la Ley 1952 de 2019, Código General Disciplinario artículos 38 y 39.
Si el receptor del mensaje es un particular y hace uso de la información enviada erróneamente, se verá sometido a

las acciones penales correspondientes conforme a lo establecido en la Ley 599 del 2000, Código Penal artículo 194.
(Algunos caracteres y tildes del presente texto han sido suprimidos a propósito, para evitar distorsión en la

información).
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Piense en el cuidado del medio ambiente antes de imprimir este mensaje. La Dirección Nacional de Inteligencia,

está comprometida a desarrollar prácticas que ayudan a proteger el medio ambiente.
 
Se advierte que la confirmación del servidor web de recibido del correo electrónico se entiende como la recepción
de la notificación y/o comunicación, según corresponda.
 
 
 
 
De: Carlos Julio Valero Rubio [mailto:cvaleror@cendoj.ramajudicial.gov.co] 

Enviado el: lunes, 13 de junio de 2022 11:13 a. m.

Para: notificacionesjudiciales@dni.gov.co; Pilar Higuera; phiguera@procuraduria.gov.co;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; Orfeo

Asunto: NOTIFICACIÓN PERSONAL PROCESO 25000234200020220005000
 

  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA    

Sección Segunda – Subsección “C”    
Calle 24 No. 53 – 28 Tel. 4233390 Ext. 8169    

Correo Electrónico: rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co    

     
     

NOTIFICACIÓN PERSONAL    
     

     
OFICIO ALCANCE NOTIFICACIÓN No. NP- SJRP2022-011    

     
     
Señora:    

DIRECTOR     GENERAL     DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DIRECCIÓN
NACIONAL DE INTELIGENCIA -DNI   
PROCURADORA 144 JUDICIAL II ADMINISTRATIVO 
DIRECTORA GENERAL DE LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA
DEL ESTADO   

   
     
EXPEDIENTE     :     25000234200020220005000 
DEMANDANTE     :     BERONICA NAYIBE VARGAS CEDIEL 
DEMANDADO     :     DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO - DIRECCION NACIONAL

DE INTELIGENCIA 
MAGISTRADO     :     SAMUEL JOSE RAMIREZ POVEDA    

     
   
A través de este correo electrónico se NOTIFÍCA PERSONALMENTE  la admisión de la demanda
de conformidad con lo establecido el artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 48 de la
ley 2080 de 2021. El expediente puede ser consultado a través del siguiente link:     

25000234200020220005000

 
  
Se corre traslado a la entidad demandada por el término de treinta (30) días, plazo que
empezará a correr dos días hábiles siguientes al envío de este mensaje de datos.        
         
De conformidad con el parágrafo 1º del  artículo  175  de  la Ley    1437    de    2011
las  entidades  demandadas    dentro    del    término    de  traslado de la
demanda    deberán  allegar    copia    de    la    totalidad    del  expediente      administrativo,
su      desobedecimiento  constituye  falta disciplinaria gravísima, en virtud de lo dispuesto en
el inciso 3º, parágrafo 1° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011.  
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Para la eficacia de los mecanismos electrónicos implementados, en sus memoriales, las partes
notificadas deberán relacionar plenamente los datos necesarios para identificar la demanda, los
demandados y los correos electrónicos para surtir las  notificaciones, así como también deberán
cargar los documentos anexos en formatos PDF.   Para la radicación de memoriales es
imprescindible: i) identificar la radicación del proceso, los 23 dígitos que lo conforman. ii) Informar
magistrado ponente, iii) señalar el objeto del memorial, y iv) en los casos en que se presenten
escritos de los cuales se deba correrse traslado a los demás sujetos procesales, se deberá
acreditar haber realizado ese traslado a la contraparte, para garantizar el derecho de contradicción,
conforme al artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 en observancia de los principios de celeridad,
eficacia y economía procesal.        
         
La contestación de la demanda y demás memoriales deberán ser remitidos al correo
electrónico rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co        
    
     
     
Cordialmente,    
     
     

     
CARLOS JULIO VALERO RUBIO     

Escribiente Nominado    
 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario,
no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273
del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en
general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una
autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde
que puede guardarlo como un archivo digital.

mailto:rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
 
 
 
 

Página 1 de 30 
 

Avenida Calle 26 No. 69-63 Edificio Torre 26 Oficina 414 Bogotá D.C., Colombia - PBX: (571) 4320000 - www.dni.gov.co

RESTRINGIDO 

RESTRINGIDO 

 
120.39.5 
 
Bogotá D.C.,         
 
 
Honorable Magistrado Ponente  
Dr. SAMUEL JOSÉ RAMIREZ POVEDA   
Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
Sección Segunda – Subsección C 
E. S. D. 
 
 

Radicado:  25000234200020220005000 
Medio de Control 
Demandante:  

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
BERÓNICA NAYIBE VARGAS CEDIEL 

Demandando: NACIÓN – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 
DIRECCION NACIONAL DE INTELIGENCIA  

Asunto: Contestación de la demanda 
 
Respetado Señor Magistrado,  
 
HERMAN EDUARDO SAAVEDRA ROBINSON, mayor de edad, domiciliado y residente en la 
ciudad de Bogotá, D.C., identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.076.721 de Bogotá 
D.C., portador de la Tarjeta Profesional No. 128.863 del C. S. de la J., actuando en mi  
calidad de apoderado especial del Departamento Administrativo - Dirección Nacional de 
Inteligencia, de conformidad con el poder conferido; de forma respetuosa me permito 
contestar la demanda interpuesta dentro del término legal establecido1. 
 
 

I. SOLICITUD INICIAL 
 
El artículo 33 de la Ley Estatutaria 1621 de 2013, dispone: “ARTÍCULO 33. RESERVA. Por la 
naturaleza de las funciones que cumplen los organismos de inteligencia y 
contrainteligencia sus documentos, información y elementos técnicos estarán amparados 
por la reserva legal por un término máximo de treinta (30) años contados a partir de la 
recolección de la información y tendrán carácter de información reservada”.  
 
En consecuencia, el citado artículo estableció que los documentos, información y 
elementos técnicos de los organismos de inteligencia y contrainteligencia por el desarrollo 
de dicha función, son reservados y esto encuentra su fundamento, en que su conocimiento 
público colocaría en peligro a las operaciones, los agentes, los medios y métodos.  
 
Al respecto mencionó la Corte Constitucional en sentencia C-913 de 2010, lo siguiente: 
“(…) es inherente a estas actividades el elemento de la reserva o secreto de la información 
recaudada y de las decisiones que en ella se sustentan, dado que la libre circulación y el 
público conocimiento de las mismas podría ocasionar el fracaso de esas operaciones y de los 
objetivos perseguidos; iv) dado que se trata de detectar y prevenir posibles hechos ilícitos y/o 
actuaciones criminales, la información de inteligencia y contrainteligencia es normalmente 

                                            
1 Notificada a la DNI en fecha 13 de junio de 2022, que según artículo cuarto del auto admisorio de fecha 25 de 
mayo de 2022 el termino de contestación de treinta (30) días empieza a transcurrir a partir del día siguiente al 
vencimiento de los dos días hábiles siguientes al envío del mensaje, esto desde el 16 de junio de 2022, por lo 
que el termino de vencimiento es el 2 de agosto de 2022. 
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recaudada y circulada sin el conocimiento, ni menos aún el consentimiento de las personas 
concernidas”. 
 
De igual forma, el artículo 41 de la misma norma indica: “ARTÍCULO 41. PROTECCIÓN DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE DESARROLLAN ACTIVIDADES DE INTELIGENCIA Y 
CONTRAINTELIGENCIA Y SU NÚCLEO FAMILIAR. Los servidores públicos pertenecientes a 
los organismos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia que con 
ocasión del cumplimiento de sus funciones y actividades se vean compelidos a riesgo o 
amenaza actual e inminente contra su integridad personal o la de su núcleo familiar, 
tendrán la debida protección del Estado. Para este propósito cada institución establecerá 
los mecanismos de protección pertinentes”.  
 
Sobre este aspecto la Corte Constitucional mediante sentencia C-540 de 2012, manifestó: 
 
“En la medida en que el ejercicio de las actividades de inteligencia y contrainteligencia 
implica asumir riesgos, se constituye en un imperativo para el Estado el brindar la debida 
protección a quienes se vean compelidos, con ocasión del cumplimiento de sus funciones, 
a riesgos o amenaza actual e inminente contra su integridad personal o la de su núcleo 
familiar. Además, la previsión consistente en que para este propósito cada institución 
establecerá los mecanismos de protección pertinentes, se constituye en una herramienta 
que propicia la toma de medidas oportunas y adecuadas para la garantía de los derechos 
a la vida e integridad personal de sus agentes y núcleo familiar, que tendrá como 
parámetro el contexto general de esta ley (objetivos, fines y principios), particularmente 
lo dispuesto en este Capítulo VII. No debe olvidarse que corresponde al Estado, vía 
legislativa y reglamentaria, otorgar la debida protección a los servidores públicos ante 
riesgo o amenaza actual e inminente contra su integridad o la de su núcleo familiar”. 
(Subrayado fuera de texto).   
 
Con base en lo anterior, me permito solicitarle comedidamente al despacho se disponga 
la reserva del presente proceso judicial, toda vez que en el escrito de la demanda de 
manera indiscriminada se han develado nombres de servidores públicos que desarrollan 
actividades de inteligencia y contrainteligencia y su exposición puede generar una 
amenaza a la vida e integridad física de cada uno de ellos y sus familias, revelación de 
nombres que no aportan prueba alguna a lo que se alega en el petitum. 
 
 

II. A LAS PRETENSIONES 
 
En relación con las pretensiones que se indican en el escrito de la demanda, debo 
manifestar que me opongo in límine a que prosperen, pues como más adelante tendré la 
oportunidad de explicarlo en el acápite razones de la defensa, la Resolución No. 364 del 
28 de mayo de 2021, no fue expedida con “DESVIACIÓN DE LAS ATRIBUCIONES PROPIAS 
DE QUIÉN PROFIRIO EL ACTO ADMINISTRATIVO”, ni tampoco se infringieron las normas en 
que debía fundarse, expedición irregular y violación de las garantías del debido proceso y 
el derecho de defensa, tal y como lo alega la parte actora. 
 
Contrario a lo que manifiesta la demandante, el acto administrativo demandado se expidió 
conforme a la Constitución y a la Ley, bajo los parámetros establecidos en el Decreto 
2400 de 1968 y en la Ley 909 de 2004, es decir, la administración expidió el acto acusado 
conforme los parámetros establecidos por las normas que regulan la materia. 
 
No es procedente que el Juez de lo Contencioso Administrativo acceda a declarar nulo el 
acto administrativo No. 364 de 28 de mayo de 2021, por cuanto el mismo fue expedido en 
legal forma y por el funcionario competente, en uso de sus facultades legales. Dicho acto 
administrativo fue proferido haciendo uso de la facultad nominadora del Representante 
Legal de la Dirección Nacional de Inteligencia frente a sus funcionarios, en especial en lo 
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que respecta al presente caso donde se declaró insubsistente a un funcionario de libre 
nombramiento de remoción que ejercía hasta ese momento un cargo de confianza pues 
desarrollaba operaciones de inteligencia y contrainteligencia. 
 
Además, un estudio rápido de los argumentos expuestos por el apoderado de la actora, 
permiten colegir, que el principio de presunción de legalidad del cual están investidos los 
actos administrativos, no fue desvirtuado con sus alegaciones. 
 
Con base en lo dicho tampoco es viable reintegrar a la actora y reconocerle o restablecerle 
los derechos pretendidos, toda vez que no se ha probado la desmejora del servicio, todo 
lo contrario, la administración tomó la decisión para garantizar la buena prestación del 
servicio. 
 
En el mismo sentido en lo que se refiere a los perjuicios morales de los cuales no se 
aporta prueba que determine en efecto la configuración de los mismos. 
 
 

III. SINTESIS DE LA DEMANDA E IDENTIFICACIÓN DEL ACTO ACUSADO 
 
La señora BERÓNICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL interpone el medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho contra la Resolución No. 364 de 28 de mayo de 2021, a 
través de la cual se declaró insubsistente el nombramiento de la actora en el empleo de 
Técnico Táctico, Clase I, Grado 03 de la planta global del Departamento Administrativo – 
Dirección Nacional de Inteligencia, en sus palabras por existir una desviación de las 
atribuciones propias de quién profirió el acto administrativo, y a su vez por la infracción 
de las normas en que debía fundarse, expedición irregular y violación de las garantías del 
debido proceso y el derecho de defensa. 
 
 

IV. A LOS HECHOS 
 
AL HECHO 1. Es cierto. Mediante Resolución No. 118 de 18 de julio de 2012, se nombró a la 
señora BERÓNICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL en el empleo Técnico Táctico, Clase I, Grado 
03 de la Subdirección de Operaciones de la Dirección Nacional de Inteligencia, tomando 
posesión del mismo en fecha 23 de julio de 2012 según Acta No. 185. 
 
AL HECHO 2. Es cierto, de conformidad con el artículo 4º del Decreto Ley 4179 de 2011, los 
empleos de la planta de personal del Departamento Administrativo – Dirección Nacional 
de Inteligencia son de libre nombramiento y remoción por la especial confianza que 
conlleva el ejercicio y desarrollo de las actividades de inteligencia y contrainteligencia o 
que tengan acceso a información de carácter reservado. 
 
AL HECHO 3. No me consta, este hecho deberá ser objeto de prueba dentro del proceso, 
más aún cuando se encuentra prohibido que los llamados de atención sean por escrito y 
registrados en la hoja de vida, ello sobre lo decidido por la Corte Constitucional que 
mediante sentencia C-1076 de 2002, indicó: 
 

“En ese marco si se trata de una actuación sin formalismos procesales, no se advierte 
motivos para que el llamado de atención sí se rodee de los mismos, al consignarse por 
escrito pues tal decisión debe obedecer a la misma lógica de la actuación que le 
precedió. No puede discutirse que un llamado de atención afecte la hoja de vida del 
servidor y por ello se opone a la finalidad de la norma y a su cumplimiento mediante 
actuaciones desprovistas de  solemnidad alguna. Por este motivo, se declarará la 
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inexequibilidad de la expresión “por escrito” que hace parte del inciso primero del 
artículo 51”. 

 
A su vez, en sentencia T-734 de 2004 la citada corporación manifestó: 
 

“Frente a la posibilidad de incorporar en la hoja de vida del funcionario público el 
llamado de atención realizado por el superior inmediato, la Corte consideró que esta 
disposición, “pierde de vista la ausencia de ilicitud sustancial de la conducta que 
condujo al llamado de atención pues no puede desconocerse que esa anotación le 
imprime a aquél un carácter sancionatorio. Ello es así al punto que cualquier persona 
que tenga acceso a la hoja de vida del servidor, no valorará ese llamado de atención 
como un mérito sino como un reproche que se le hizo al funcionario y es claro que 
esto influirá en el futuro de aquél. Esta consecuencia es irrazonable si se parte de 
considerar que el presupuesto que condiciona el llamado de atención y no la 
promoción de una actuación disciplinaria es la ausencia de ilicitud sustancial en el 
comportamiento. Por tal motivo, la Corte declarará inexequible la expresión “se 
anotará en la hoja de vida” que hace parte del inciso segundo del artículo 51”. 

 
En razón a lo anterior, le corresponderá a la parte actora probar que la señora BERONICA 
NAYIBE VARGAS CEDIEL no fue objeto de llamados de atención, felicitaciones y 
observaciones, sobre la base que las mismas no podrían registrarse en su historia laboral 
conforme la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
 
AL HECHO 4. Es parcialmente cierto, una servidora pública de la Entidad presentó ante el 
Inspector General la narración de unos hechos que pudieron afectar el desarrollo de las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, así como el manejo de gastos reservados. 
 
Sin embargo, la narración de los hechos indicados no fueron presentados ante la autoridad 
disciplinaria sino ante el Inspector General de la Entidad quien de conformidad con el 
artículo 8º del Decreto Ley 4179 de 2011, se encarga de asegurar que las actividades de 
inteligencia y contrainteligencia se desarrollen con eficiencia y eficacia y en el marco de 
lo dispuesto por la Constitución y la Ley. 
 
AL HECHO 5. Es parcialmente cierto, el escrito presentado por la servidora pública no tiene 
ningún anexo, sin embargo sea del caso aclarar que la misma no era una queja 
disciplinaria, toda vez que, como atrás se indicó el Inspector General de la Entidad no 
cuenta con facultades disciplinarias de acuerdo con lo establecido en el artículo 8º del 
Decreto Ley 4179 de 2011, donde se contempla que el Inspector General se encarga de 
“asegurar que las actividades de inteligencia y contrainteligencia se desarrollen con 
eficiencia y eficacia, y en el marco de lo dispuesto en la Constitución y la Ley”, motivo por 
el cual no es procedente que este adelante algún procedimiento de carácter disciplinario 
y/o sancionatorio. 
 
AL HECHO 6. Es parcialmente cierto, en la fecha señalada se apertura la investigación 
disciplinaria contra las personas indicadas en este hecho, pero adicionalmente se apertura 
no solo con los servidores públicos descritos en el hecho sino también contra otros dos 
servidores públicos de la Entidad. 
 
AL HECHO 7. Es un hecho que no me consta, por lo que deberá la parte actora probarlo 
en el proceso. No se aporta a la demanda prueba alguna que indique el desarrollo de dicha 
reunión y su fecha exacta y mucho menos lo que se trató en la misma. Sobre las supuestas 
conclusiones de la reunión tampoco se puede determinar lo dicho en esta. 
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AL HECHO 8. Es parcialmente cierto, en efecto la demandante entre el 19 de abril y el 28 
de mayo de 2021, participó de otras misiones de trabajo, sin embargo no me consta que 
no haya recibido algún llamado de atención por parte de sus superiores en el desarrollo 
de las mismas.  
 
AL HECHO 9. Es parcialmente cierto, en fecha 28 de mayo de 2021, el Director General del  
Departamento Administrativo – Dirección Nacional de Inteligencia expidió la Resolución 
No. 364 de esa fecha, a través de la cual se declaró insubsistente el nombramiento de la 
señora demandante en el empleo denominado Técnico Táctico, Clase I, Grado 03 de la 
planta global de esta Entidad. 
 
Ahora bien, es atinado manifestar que las decisiones que adopta el Director General de la 
Dirección Nacional de Inteligencia sobre el aspecto mencionado, están amparadas 
legalmente en el artículo 26 del Decreto Ley 2400 de 1968 y en el literal a) del artículo 41 
de la ley 909 de 2004 y en el parágrafo 2 de la misma disposición, los cuales determinan 
la naturaleza discrecional de los actos, sin que para el ejercicio de dicha facultad se tenga 
que recurrir a un concepto previo como mal no manifiesta el apoderado de la parte actora. 
 
El concepto previo al que se refiere este hecho, es el dispuesto en el parágrafo 4º del 
artículo 38 de la Ley 1621 de 2013, el cual se refiere en los casos de retiro de personal por 
la no superación de pruebas de credibilidad y confiabilidad, lo que en el caso en estudio 
no se presentó. 
 
AL HECHO 10. No me consta que actividades se encontraba desarrollando la actora al 
momento de su retiro, sin embargo, como cualquier servidor público, su retiro se presenta 
cuando este se encuentra en servicio activo, es decir en el desarrollo pleno de las 
funciones propias de su empleo. 
 
AL HECHO 11. Es cierto, el Director General declaró la insubsistencia del nombramiento de 
los señores OSCAR IVÁN CEPEDA BUSTOS, ANDRÉS FELIPE ARCOS MUÑOZ, ÉRICA 
VANESSA PATIÑO AGUILAR y YOHANNA MILENA ROZO RODRIGUEZ quienes laboraban en 
la Subdirección de Operaciones de la Dirección de Inteligencia y Contrainteligencia de la 
Entidad. De igual manera, es cierto que los citados exfuncionarios se encuentran 
relacionados en el escrito presentado ante la Inspección General y que actualmente se 
encuentra en conocimiento del Grupo Interno de Trabajo de Control Disciplinario Interno.  
 
AL HECHO 12. No es cierto. Conforme lo manifestado por el Grupo Interno de Trabajo de 
Control Disciplinario Interno de la DNI, para el día 28 de mayo de 2021 se contaba con 
pruebas documentales en el proceso disciplinario aperturado a la actora y otros servidores 
públicos de la Entidad. 
 
AL HECHO 13. Es cierto, conforme lo informado por el Grupo de Control Disciplinario 
Interno de la DNI, la señora mencionada acudió al proceso disciplinario para la diligencia 
de ampliación y ratificación de la queja. 
 
AL HECHO 14. No me consta, sea del caso mencionar que el proceso disciplinario que se 
inició por parte del Grupo de Control Disciplinario Interno de la Entidad, se encuentra en 
curso y goza de reserva conforme las normas que regulan dicha materia2.  

                                            
2 Artículo 95 de la Ley 734 de 2002 (norma vigente a la apertura de la investigación): “RESERVA DE LA ACTUACIÓN 
DISCIPLINARIA. En el procedimiento ordinario las actuaciones disciplinarias serán reservadas hasta cuando se 
formule el pliego de cargos o la providencia que ordene el archivo definitivo, sin perjuicio de los derechos de los 
sujetos procesales. En el procedimiento especial ante el Procurador General de la Nación y en el procedimiento 
verbal, hasta la decisión de citar a audiencia. 
El investigado estará obligado a guardar la reserva de las pruebas que por disposición de la Constitución o la ley 
tengan dicha condición”. 
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AL HECHO 15. No me consta, se reitera que la normatividad disciplinaria contempla que 
las actuaciones disciplinarias gozan de reserva hasta cuando se formule pliego de cargos 
o la providencia que ordene el archivo definitivo, se indica que este proceso a la fecha de 
contestación de esta demanda aún no se encuentra en dichas etapas motivo por el cual 
este se encuentra sometida a reserva. 
 
AL HECHO 16. No me consta, sea del caso mencionar que el proceso disciplinario que se 
inició por parte del Grupo de Control Disciplinario Interno de la Entidad se encuentra en 
curso y goza de reserva conforme las normas que regulan dicha materia. 
 
AL HECHO 17. Es cierto que la señora actora no ha rendido versión libre dentro del proceso 
disciplinario GOCDI 002 de 2021, sin embargo, la señora BERÓNICA NAYIBE VANEGAS 
CEDIEL fue citada por el Grupo Interno de Trabajo de Control Disciplinario de la Dirección 
Nacional de Inteligencia con el fin de adelantar dicha diligencia, pero en respuesta a las 
citaciones realizadas mediante escrito radicado con el número 1-2021-2372 de 7 de 
diciembre de 2021, suscrito por el apoderado de la actora dentro del procedimiento 
disciplinario, se manifestó que la señora demandante adelantaría la citada diligencia en 
un etapa posterior dentro del proceso, lo anterior conforme obra en la constancia emitida 
por el citado grupo que se anexa con la presente contestación de demanda. 
 
AL HECHO 18. Es cierto, mediante petición radicada en fecha 15 de octubre de 2021, la 
actora presentó petición donde se solicitó información sobre los motivos del retiro de la 
Entidad. 
 
AL HECHO 19. Es cierto, la DNI dio respuesta a la petición elevada por la actora a través 
del oficio 2-2021-2549 de fecha 9 de noviembre de 2021 en donde se indicó que en la 
historia laboral de la actora, únicamente se halló copia del acto administrativo 
comunicado a ella, así como la constancia a la que se refiere el artículo 26 del Decreto 
2400 de 1968, en donde se indicó: “(…) por pérdida de confianza, se declaró insubsistente 
el nombramiento de la señora BERÓNICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 1.070.304.673, en el empleo de libre nombramiento y remoción, 
Técnico Táctico, Clase I, Grado 03 de la Subdirección de Operaciones - DIRECCIÓN DE 
INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA de esta Entidad”. 
 
AL HECHO 20. Este no es un hecho, es una apreciación subjetiva de la parte actora, que 
tergiversa la decisión de la administración de retiro, pues la declaratoria de insubsistencia 
no se tomó sobre la base de la existencia del proceso disciplinario al que se refiere el 
apoderado de la actora, pues como se dejó plasmado en la constancia que obra en la 
historia laboral de la demandante, se produjo en cumplimiento de lo dispuesto en el 
ordenamiento jurídico para los cargos de libre nombramiento y remoción. 
 
La decisión de la insubsistencia no fue una sanción como se manifiesta en la demanda, 
esta se generó como se indicó previamente en la pérdida de confianza del nominador 
 
AL HECHO 21. Es cierto. En fecha 23 de septiembre de 2021 se presentó por parte de la 
demandante solicitud de conciliación extrajudicial dirigida a que se revocará la Resolución 
No. 364 de 21 de mayo de 2021.  
 
AL HECHO 22. Es cierto, conforme la certificación emitida por la Procuraduría 137 Judicial 
II para Asuntos Administrativos. 
 
AL HECHO 23. Es cierto, tal y como obra en los documentos aportados por la actora. 
 



 

 
 
 
 
 

Página 7 de 30 
 

Avenida Calle 26 No. 69-63 Edificio Torre 26 Oficina 414 Bogotá D.C., Colombia - PBX: (571) 4320000 - www.dni.gov.co

RESTRINGIDO 

RESTRINGIDO 

V. RAZONES DE LA DEFENSA 
 
Como apoderado de la Dirección Nacional de Inteligencia me permito exponer a 
continuación las razones por las cuales ese despacho deberá desestimar las pretensiones 
de la parte demandante, teniendo en cuenta los motivos de inconformidad de los actores 
manifestados en el cuerpo del escrito demandatorio y lo realmente dispuesto por el 
Decreto Ley 2400 de 1968 y la Ley 909 de 2004.  
 

1. DE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO – 
DIRECCIÓN NACIONAL DE INTELIGENCIA. 

 
Previo a pronunciarnos sobre los hechos de la demanda y los argumentos presentados 
por la demandante, consideramos de buen recibo hacer una exposición breve de algunos 
aspectos relacionados con la Entidad que represento y las normas que cobijan nuestro 
actuar:  
 
La Dirección Nacional de Inteligencia es un Departamento Administrativo creado mediante 
el Decreto Ley 4179 de 3 de noviembre de 2011, como un organismo civil de seguridad que 
desarrolla actividades de inteligencia estratégica y contrainteligencia. 
 
El artículo 6º del Decreto Ley 4179 de 2011, indica que son funciones de la Dirección 
Nacional de Inteligencia, las siguientes:  

 
“1. Desarrollar actividades de inteligencia estratégica y contrainteligencia bajo los 
principios de necesidad, idoneidad y proporcionalidad, en cumplimiento del marco 
legal y objetivo misional, con el fin de:  
 
a) contrarrestar en el ámbito nacional o internacional las capacidades y actividades 

de personas, organizaciones o gobiernos extranjeros que puedan representar un 
riesgo o una amenaza para la seguridad nacional;  

b) contrarrestar acciones de grupos armados al margen de la ley y actividades de 
terrorismo; 

c) contribuir a la desarticulación de organizaciones de crimen organizado cuando 
representen amenazas contra la seguridad nacional;  

d) contrarrestar actos que atenten gravemente contra la administración pública y 
proteger a las instituciones de nivel nacional y regional de la influencia de 
organizaciones criminales;  

e) contribuir a la protección de recursos naturales, tecnológicos y económicos de la 
Nación, cuando su amenaza comprometa el orden público;  

f) proteger a las instituciones públicas de actos de penetración, infiltración, 
espionaje, sabotaje u otras actividades de inteligencia desarrolladas por gobiernos 
extranjeros, organizaciones criminales u organizaciones armadas al margen de la 
ley: y  

g) responder a cualquier otro requerimiento de inteligencia del Presidente de la 
República y el Alto Gobierno, para el cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado.  

 
2. Adelantar acuerdos de cooperación internacional en temas relacionados con 
inteligencia y contrainteligencia, teniendo en cuenta las políticas de Gobierno y la 
normativa vigente, dentro del marco de los tratados internacionales vinculantes para 
Colombia y del respeto de la facultad del Presidente de la República de dirigir las 
relaciones internacionales.  
 
3. Desarrollar sus actividades de inteligencia y contrainteligencia en cooperación con 
los demás organismos de inteligencia, nacionales e internacionales, así como con otras 
entidades del Estado.  
 
4. Las demás funciones relacionadas con las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia que le sean asignadas por el Presidente de la República de 
conformidad con la Constitución y la ley, siempre que se encuentren dentro del objeto 
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señalado en el artículo 2° y cumplan con la condición de neutralidad del artículo 3° 
del presente decreto”. (Negrilla fuera de texto) 

 
El marco jurídico de las actividades de inteligencia y contrainteligencia que desarrolla la 
Dirección Nacional de Inteligencia, se encuentra regulado por la Ley Estatutaria 1621 del 
17 de abril de 2013, reglamentada a través del Decreto 857 del 2 de mayo de 2014 este 
último compilado en el Decreto 1070 de 2015. 
 
En este orden de ideas, la Dirección Nacional de Inteligencia al adelantar actividades de 
inteligencia y contrainteligencia estratégica cumple la función de recopilación y análisis 
de información relativa con el sostenimiento de la seguridad y defensa nacional, así como 
la protección de los derechos humanos de los habitantes del territorio nacional. 
 
Sobre estas actividades la Corte Constitucional mediante sentencia C-540 de 2012, 
destacó la importancia de estos servicios estatales indicando: 
 

“Es claro para la Corte que los servicios de inteligencia y contrainteligencia tienen 
fundamento constitucional (arts. 2º, 189, 217 y 218), en la medida en que cumplen un 
papel trascendental en la protección de los Estados y sus poblaciones contra las 
amenazas que se ciernen sobre la seguridad nacional. En la comisión primera de la 
Cámara, el Representante ponente Oscar Fernando Bravo Realpe señalaba: 
  
“La inteligencia y contrainteligencia, debe ser la herramienta primordial del Estado 
colombiano para asegurar la prevalencia del orden constitucional, es una actividad 
para prevenir amenazas, cuáles, el terrorismo, el narcotráfico, el tráfico de armas y 
explosivos, el lavado de activos, entre muchas otras que son de conocimiento público, 
y una aclaración importante es que no es una actividad de investigación judicial, es 
para prevenir actividades delictivas”. 
 
(…) 
 
En tanto, según se ha visto, la función de inteligencia y contrainteligencia se desarrolla 
por organismos especializados del Estado del orden nacional, empleando medios 
humanos o técnicos para la recolección, procesamiento, análisis y difusión de 
información, con la finalidad de proteger los derechos humanos, prevenir y combatir 
amenazas internas o externas contra la seguridad y defensa nacional, vigencia del 
régimen democrático, y otros fines. De ahí que en la sentencia C-913 de 2010, se 
hubieren identificado como elementos comunes a tales actividades:  
  
“i) se trata de actividades de acopio, recopilación, clasificación y circulación de 
información relevante para el logro de objetivos relacionados con la seguridad del 
Estado y de sus ciudadanos; ii) el propósito de esas actividades y el de la información 
a que se ha hecho referencia es prevenir, controlar y neutralizar situaciones que 
pongan en peligro tales intereses legítimos, así como hacer posible la toma de 
decisiones estratégicas que permitan la defensa y/o avance de los mismos; iii) es 
inherente a estas actividades el elemento de la reserva o secreto de la información 
recaudada y de las decisiones que en ella se sustentan, dado que la libre circulación y 
el público conocimiento de las mismas podría ocasionar el fracaso de esas operaciones 
y de los objetivos perseguidos; iv) dado que se trata de detectar y prevenir posibles 
hechos ilícitos y/o actuaciones criminales, la información de inteligencia y 
contrainteligencia es normalmente recaudada y circulada sin el conocimiento, ni 
menos aún el consentimiento de las personas concernidas”. (Negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

 
De lo expuesto, podemos concluir que son de gran importancia las funciones que se le 
han encomendado a la Dirección Nacional de Inteligencia, motivo por el cual, al ser un 



 

 
 
 
 
 

Página 9 de 30 
 

Avenida Calle 26 No. 69-63 Edificio Torre 26 Oficina 414 Bogotá D.C., Colombia - PBX: (571) 4320000 - www.dni.gov.co

RESTRINGIDO 

RESTRINGIDO 

pilar fundamental para el sostenimiento del Estado Colombiano en su seguridad y defensa 
nacional, se requiere que quienes desempeñan las funciones acá relacionadas, gocen de 
una confianza cualificada que escapa de la confianza regularmente exigida en las 
relaciones de subordinación de otras Entidades, lo que denota que la confianza cobra una 
especial importancia para asegurar el cumplimiento de las funciones asignadas a la DNI. 
 
 

2. NATURALEZA DEL EMPLEO EJERCIDO POR LA DEMANDANTE. 
 
Sobre la naturaleza del empleo desempeñado por la actora, tenemos que fue en el empleo 
de libre nombramiento y remoción de la planta global denominado Técnico Táctico, Clase 
I, Grado 03, nombrada mediante la Resolución No. 118 de 18 de julio de 2012. 
 
La naturaleza de libre nombramiento y remoción del empleo que fuera desempeñado por 
la actora, encuentra su fundamento en el artículo 4º del Decreto Ley 4179 de 3 de 
noviembre de 20113, que dice: “Los servidores públicos que lleven a cabo actividades de 
inteligencia y contrainteligencia o tengan acceso a información de carácter reservado se 
clasifican como de libre nombramiento y remoción, por la especial confianza que conlleva 
el desarrollo de la función”. (Negrilla y subrayado fuera de texto) 
 
Sobre el aspecto de la confianza para el ejercicio de dicho empleo, el parágrafo 3º del 
artículo 38 de la Ley 1621 de 2013 dispuso: “PARÁGRAFO 3º. Las personas capacitadas para 
cumplir funciones relacionadas con las actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
deberán cumplir en todo momento los más altos estándares de idoneidad y confianza que 
permitan mantener el compromiso de reserva en el desarrollo de sus funciones. Para tal 
efecto cada una de las entidades que realizan actividades de inteligencia y 
contrainteligencia, desarrollarán protocolos internos para el proceso de selección, 
contratación, incorporación y capacitación del personal de inteligencia y 
contrainteligencia, teniendo en cuenta la doctrina, funciones y especialidades de cada 
una de las entidades”.  
 
En este sentido, es fundamental resaltar que las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia requieren un nivel especial de reserva frente a la información y 
confiabilidad del personal, tal y como la Corte Constitucional ha establecido al precisar 
que la información de inteligencia debe ser reservada al afirmar que “(…) los funcionarios 
públicos, están autorizados para no permitir el acceso a aquellos documentos cuya 
consulta o comunicación pueda atentar contra secretos protegidos por ley, tales como los 

concernientes a la defensa y seguridad nacionales”4. 
 
Ello significa que los empleos de la DNI son de carácter de libre nombramiento y remoción 
por ese estado de confianza cualificada, una confianza reforzada, que escapa de la 
confianza normal dada la naturaleza de las funciones y las labores encomendadas 
legalmente a esta Entidad. 
 
Nótese que las funciones otorgadas por Ley a la DNI buscan la protección de intereses 
superiores que hacen prever cualquier acción que amenace la estabilidad del Estado, el 
régimen democrático y constitucional, por lo que la actividad de inteligencia y 
contrainteligencia estratégica es vital para la supervivencia del Estado. 
 
Siguiendo con la naturaleza del empleo de la actora, se debe indicar que mediante el 
Decreto 4616 de 6 de diciembre de 2011, estableció el “Sistema de Nomenclatura, 

                                            
3 Por la cual se crea un Departamento Administrativo y se establece su objetivo, funciones y estructura. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-473 de 1992; M.P. CIRO ANGARITA BARÓN. 
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Clasificación y Remuneración para los empleos del Departamento Administrativo -
Dirección Nacional de Inteligencia y se dictan otras disposiciones en materia salarial y 
prestacional”, cuyo artículo 6º encontramos los empleos del nivel técnico y que dice: 
 
“Artículo 6°. Nivel Técnico. Comprende los empleos cuyas funciones exigen el desarrollo de 
procesos y procedimientos en labores de inteligencia y de apoyo, así como las relacionadas 
con la aplicación de la ciencia y la tecnología”. 
 
Los requisitos para el ejercicio del citado empleo se encuentran contenidos en el Decreto 
4882 de 22 de diciembre de 2011, compilado en el Decreto 1083 de 2015. 
 
Partiendo que el caso objeto de la presente contestación versa sobre un empleo de libre 
nombramiento y remoción, por la especial confianza que conlleva el desarrollo de las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, la forma de retiro de estos empleos se 
encuentra determinado en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004, que dice:  

 
“ARTÍCULO 41. Causales de retiro del servicio. El retiro del servicio de quienes 
estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera 
administrativa se produce en los siguientes casos: 
 
a) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre 
nombramiento y remoción; (…)” 

 
Por la naturaleza del empleo desempeñado por la actora, ésta podía ser desvinculada del 
servicio en ejercicio de la facultad discrecional del nominador, sin que tuviera que 
motivarse el mismo.  

 
Nótese lo certificado por el Grupo Interno de Trabajo de Talento Humano de la DNI de 
fecha 4 de junio de 20215, en el cual se indican las funciones que desarrollaba la actora 
cuyo propósito principal, siempre fue el desarrollo de actividades de inteligencia y 
contrainteligencia estratégica, entre ellas, la colaboración y ejecución de actividades de 
inteligencia y contrainteligencia y apoyo en la orientación de las fuentes de interés 
misiones de la Entidad. 
 
El artículo 125 de la Constitución Política Nacional establece, que por regla general los 
cargos de los órganos y Entidades del Estado se regulan por el régimen de carrera, 
aceptando unas excepciones taxativas expresadas en la propia Carta, como son entre 
otros, los empleados de libre nombramiento y remoción. Surge de ahí el principio 
consistente en que la permanencia en los cargos de libre nombramiento es precaria y se 
encuentra orientada a garantizar el buen servicio, ya que un funcionario puede ser 
separado del empleo por voluntad discrecional del nominador, según lo exijan las 
circunstancias propias del servicio. 
 
Queda claro entonces, que es fundamental que la entidad cuente con esta excepción al 
principio general para aquellos funcionarios que participan en el ciclo de inteligencia, en 
la medida en que manejan información reservada y el manejo de gastos reservados, para 
estos casos se requiere igualmente un nivel mayor de confianza. 
 
Conforme a las normas citadas en precedencia, se observa que el empleo de Técnico 
Táctico, Clase I, Grado 03 adscrito a la Subdirección de Operaciones de la Dirección de 
Inteligencia y Contrainteligencia de la Entidad, el cual era desempeñado por la actora, se 
encuentra catalogado como de aquellos denominados de libre nombramiento y remoción, 
que en el contexto normativo expuesto exigen que el nominador cuente con la certeza de 

                                            
5 Prueba aportada en la demanda. 
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que la confianza se mantiene en todo momento y así asegurar que no se ponen en riesgo 
las labores encomendadas a la DNI. 
 
 

3. AL PRIMER CARGO “DESVIACIÓN DE LAS ATRIBUCIONES PROPIAS DE QUIEN 
PROFIRIÓ EL ACTO ADMINISTRATIVO”. 

 
3.1. DE LA DESVIACIÓN DE PODER 

 
En este punto de la demanda, el apoderado judicial de la demandante, hace alusión a un 
pronunciamiento del Consejo de Estado del año 2021, expediente N° 
25000232500020120018901 (4527-16), concluyendo de su lectura que en el caso en estudio 
no se presentó un defecto objetivo en la expedición del acto administrativo, sino que se 
habla de un defecto subjetivo en lo que se refiere a los motivos y propósitos que persigue 
el acto demandado. 
 
En importante aclarar que en lo expuesto por la parte actora frente al cumplimiento del 
artículo 44 de la Ley 1437 de 2011, al tratarse de facultades discrecionales, este no aplicaría 
en lo debatido en el presente proceso, toda vez que el artículo 2º de la norma citada indica 
que las disposiciones de la primera parte del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, no se aplicarán para el ejercicio de la facultad de libre 
nombramiento y remoción. 
 
En gracia de discusión, no se logra demostrar que la DNI emitiera el acto administrativo 
acusado sin observancia de lo dispuesto por el artículo 44 del CPACA, pues la decisión del 
nominador fue dirigida a la buena prestación del servicio, más aun cuando las actividades 
que desarrolla esta Entidad van dirigidas a la salvaguarda del régimen democrático, el 
orden constitucional y legal, la seguridad y la defensa nacional. 
 
En lo que se refiere a la presunta vulneración del artículo 44 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, tenemos que la Corte Constitucional 
en sentencia SU-172 de 16 de abril de 2015, indicó: “La potestad discrecional se presenta 
cuando una autoridad es libre, dentro de los límites de la ley, de tomar una u otra decisión, 
porque esa determinación no tiene una solución concreta y única prevista en la Ley (…)”. 
 
Quiere lo anterior indicar, que la decisión de retiro se encuentra conforme a derecho, esto 
es, dentro de los límites justos, inspirado en razones de la mejora del servicio, con el fin 
de no perturbar o afectar la prestación del mismo, que se pudo haber visto amenazado 
en su buen funcionar. 
 
Dadas las circunstancias anteriores, es claro que esta Entidad al emitir el acto 
administrativo objeto de esta solicitud, de ninguna manera se opone a la Constitución 
Política o a la Ley, por el contrario, el mismo se emitió en aras de continuidad y buena 
prestación del servicio como se indicó, para que este no se viera afectado.  
 
No se puede afirmar por la actora, que la Resolución 364 de 2021 fue expedida con un 
ánimo sancionatorio, se observa que cuando se produjo el acto administrativo impugnado, 
la demandante era una servidora pública sujeta al régimen de libre nombramiento y 
remoción, pues no estaba inscrita en carrera administrativa, ni gozaba de un periodo fijo, 
como tampoco gozaba de algún fuero de estabilidad en su empleo. Siendo ello así, su 
nombramiento podía declararse insubsistente según los lineamientos establecidos en el 
Decreto Ley 2400 de 1968 y de acuerdo con la facultad discrecional que para el efecto le 
confiere la Ley al nominador.  
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Es pertinente recordar que la facultad de libre remoción es independiente del poder 
disciplinario, cada una de ellas se ejerce de manera separada, más aún cuando el 
procedimiento disciplinario es conducido por un servidor público distinto al nominador. 
 
La desvinculación de la demandante convino a la adecuada prestación del servicio público, 
motivo por el cual, la autoridad nominadora puede ejercer la facultad discrecional de 
declarar insubsistente su nombramiento, esta decisión no persiguió sancionar a la 
demandante, sino lograr una mejora en la prestación del servicio. 
 
Sobre este punto, podemos afirmar que el ejercicio de la facultad discrecional del Director 
General al remover a la actora, no se produjo con un fin egoísta, de carácter político o 
privado como una venganza; no se emitió para perjudicar a la actora y favorecer a un 
tercero, sino todo lo contrario, la decisión se produjo con el fin de garantizar la mejor 
prestación del servicio, toda vez que, la pérdida de confianza del nominador en su 
subalterna habría ocasionado una alteración de las actividades que desarrolla la DNI. 
 
El acto administrativo emitido por la DNI, hoy demandado, como se expondrá más 
adelante, se expidió con las formalidades exigidas por la Ley y en aras a la buena 
prestación del servicio. 
 
En virtud de lo anterior, es la parte actora la que debe aportar prueba que demuestre que 
la decisión tomada por la administración se apartó de los fines del buen servicio, y que la 
misma produjo una desmejora en la prestación del servicio. 
 
Ahora bien, como se evidenció en la prueba documental relativa a la constancia de fecha 
28 de mayo de 2021, el retiro de la convocante se produjo por la pérdida de confianza del 
nominador en dicha servidora pública, elemento fundamental para el ejercicio de los 
empleos de la Dirección Nacional de Inteligencia.  
 
Sobre el elemento de confianza ha indicado el Consejo de Estado: 
 

“En tanto que la expresión “de confianza”, entre una de las acepciones, se refiere a la 
persona en quien se puede confiar, y a su turno,  confiar, en lo que aquí interesa, 
connota “Depositar en alguien, sin más seguridad que la buena fe y la opinión que de 
él se tiene, la hacienda, el secreto, o cualquier otra cosa”. De modo que las actividades 
de dirección se dan cuando conllevan la facultad de dar órdenes, impartir instrucciones 
para el manejo de una dependencia en la empresa de que se trate; mientras que las 
de confianza tienen lugar cuando implican depositar en quien desempeñe el cargo 
bienes de especial cuidado, como son los que conforman la hacienda pública, o el 
manejo de cosas o información sujetos a reserva”.6 

 
Quiere ello decir, que la noción de confianza se tiene en cuenta para proceder sobre 
ciertos empleos, por lo que según el Consejo de Estado se vuelve un requisito 
indispensable para el desempeño del empleo y su pérdida justificada conlleva a la 
inmediata remoción. 
 
Bajo los precedentes judiciales acá descritos, tenemos que el Director General en el 
ejercicio legítimo de su facultad discrecional y como nominador de la Entidad, al perder 
la confianza en la convocante en el ejercicio de sus funciones se encontró facultado para 
declarar la insubsistencia de esta. 
 
Por lo expuesto, la decisión de la administración no se utilizó como un medio represivo 
y/o sancionatorio, toda vez que esta, fue acorde con los fines establecidos en la Ley, como 

                                            
6 Sentencia Consejo de Estado – Radicado 25000-23-24-000-1999-00382-01 – 13 de mayo de 2005 
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es la existencia de una pérdida de confianza por parte del nominador frente a la 
funcionaria que fue retirada del servicio, dicha decisión se tomó por razones del buen 
servicio pues la continuidad de la actora en la DNI significaría la perdida de la armonía en 
la unidad de la empresa que significaría el sacrificio de las operaciones y/o actividades 
que por ley desarrolla mi representada, lo que se entrará a explicar más adelante. 
 
 

3.2. Al acápite “Desviación de las atribuciones propias o desviación de poder dado 
que la Resolución 364 de 2021  se inspira en una finalidad diferente a la prevista 
en el ordenamiento jurídico”. 

 
La facultad discrecional de remoción es independiente de la acción disciplinaria, ésta 
última carece de la posibilidad de conferir inamovilidad en el empleo a un funcionario de 
libre nombramiento y remoción, pudiéndose continuar y culminar este procedimiento a 
pesar del retiro. 
 
No se puede inferir como lo hace la actora, que la insubsistencia fue una sanción 
disciplinaria contra esta, pues los hechos que pudieron ser constitutivos de una infracción 
fueron puestos en conocimiento de la autoridad disciplinaria correspondiente sin que el 
nominador tenga injerencia en tal actuación; la decisión adoptada por el Director General 
se expidió en el ejercicio de la facultad discrecional, en busca de la buena prestación del 
servicio que pudo verse afectado por el quebrantamiento de la confianza entre este y su 
subordinada. 
 
En efecto, se presentó la narración de unos hechos ante el Inspector General7 de la DNI 
(quien no tiene facultades disciplinarias) los cuales fueron objeto de verificación por parte 
de dicho despacho en el ejercicio de las facultades que el artículo 8º del Decreto Ley 4179 
de 2011 le confirió y de las cuales se emitieron unas observaciones y recomendaciones 
que determinaron el riesgo que entre otras personas generó la actora, más aun poniendo 
en peligro la reserva la información que esta manejaba y el uso de los gastos reservados 
que son recursos públicos.  
 
Los hechos narrados en la verificación adelantada por la Inspección General y que fueron 
reconocidos por la actora pusieron en riesgo la reserva de información que puso en grave 
peligro la operación de inteligencia que venía desarrollando la actora y la identidad de los 
agentes de inteligencia. 
 
En el Informe de Verificación No. 05-2021 de fecha 20 de mayo de 2021, se concluyó por 
parte del Inspector General que se presentaron riesgos al nivel de la seguridad de los 
funcionarios que se traduce en riesgo a sus vidas e integridad personal, además, se puso 
en riesgo la actividad operacional pues pudieron presentarse acciones de infiltración o 
penetración de personas ajenas a la actividad misional, máxime cuando el Inspector 
General pudo establecer que en la misión: “(…) el consumo de licor aumenta las 
probabilidades de materialización de riesgos, ya que disminuye la capacidad de atención 
y concentración. Es así que bajo el efecto de éstas, se pueden relajar las contramedidas 
al sentir una falsa sensación de seguridad (…) puede incluir amenazas a su integridad 
física, actividades de infiltración y penetración, entre otras”8. 

                                            
7 Artículo 8° del Decreto Ley 4179 de 2011. INSPECTOR GENERAL. La Dirección Nacional de Inteligencia contará 
con un Inspector General que será de libre nombramiento y remoción del Presidente de la República y se 
encargará principalmente de asegurar que las actividades de inteligencia y contrainteligencia se desarrollen con 
eficiencia y eficacia, y en el marco de lo dispuesto en la Constitución y la ley. El Inspector General no dependerá 
jerárquica ni funcionalmente del Director General de la Dirección Nacional de Inteligencia.  
8 Página 41 Informe de Verificación 05-2021 de fecha 20 de mayo de 2021. Inspector General de la Dirección 
Nacional de Inteligencia. 
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Es así, como la actora generó un peligro no solo para las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia que esta se encontraba desarrollando, sino que puso en riesgo su vida 
e integridad física.  
 
Se pone de presente al Despacho, que la actora calificada como agente de inteligencia, 
en razón de su perfil y funciones, además de la tarea encomendada a través de una Misión 
de Trabajo, tenía la obligación de salvaguardar cada una de las actividades de inteligencia 
ordenadas, sin que se generara un riesgo o amenaza como efectivamente ocurrió. Estas 
actividades encomendadas como agente, generan la base de la confianza entre el 
nominador y dicha funcionaria.  
 
Por lo expuesto, esta confianza se cataloga como cualificada, es decir reforzada, teniendo 
en cuenta la especialidad de la información que manejan los agentes de inteligencia, cuya 
su filtración puede afectar la seguridad y defensa nacional, a las instituciones 
democráticas o las relaciones exteriores del Estado Colombiano. 
 
Hay que señalar, conforme lo indica el Informe de Verificación adelantado por el Inspector 
General de la Entidad, las misiones de trabajo a las que se refieren en la demanda 
establecían fecha de ejecución continuas e ininterrumpida y no se encontraban en tiempo 
de descanso como la actora lo quiere hacer ver en la demanda, induciendo a error al 
despacho de conocimiento.  
 
Ahora bien, sobre los argumentos expuestos por la parte actora que dicen: “(…) la decisión 
contenida en el acto administrativo expedido en la Resolución No. 364 de 2021 se fundó 
en la queja disciplinaria presentada por la señora Natalia Chavarro Mejía. Pues es claro 
que en el marco de la relación laboral que tenía BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL con 
la entidad ninguna otra circunstancia varió en la víspera de su retiro del servicio. De hecho, 
como quedó anotado, ninguno de sus jefes directos y testigos de su compromiso 
profesional reprochó su desempeñó o manifestó ante la autoridad nominadora alguna 
circunstancia que pudiera provocar un cambio de criterio en cuanto a su continuidad. La 
queja disciplinaria fue, sin lugar a dudas, el hecho fundante de la decisión adoptada”, se 
debe hacer énfasis en que la declaratoria de insubsistencia del nombramiento, no se 
produjo por el inicio de una investigación disciplinaria en su contra, sino por actuaciones 
que generaron la pérdida de confianza del nominador en el desempeño del empleo que 
ésta venía ejerciendo al interior de esta Entidad. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha afirmado que la facultad discrecional es autónoma 
e independiente del poder disciplinario, en ese sentido, el citado máximo tribunal de lo 
contencioso administrativo, manifestó: 

 
“La Sala ha expresado en numerosas oportunidades, que la facultad discrecional del 
nominador para desvincular a un funcionario sin fuero de estabilidad, es independiente 
de la función disciplinaria para investigar y sancionar las faltas, y que la existencia de 
una investigación no genera el privilegio de la inamovilidad en el empleo”.9 

 
Esa misma Corporación, en sentencia posterior indicó:  

 
“La Sala ha sido reiterativa en señalar que la potestad disciplinaria es autónoma e 
independiente de la facultad discrecional de libre remoción, el ejercicio de la primera, 
no inhibe el adelantamiento de la segunda, pues sería absurdo considerar que la 

                                            
9 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. C.P. Dr. Joaquín Barreto 
Ruiz. 26 de septiembre de 1994. Radicado 6089 
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existencia de una investigación disciplinaria otorgará inamovilidad al inculpado, 
comportamiento que reñiría con la ética administrativa”.10 

 
Así mismo, también se señaló: “La facultad disciplinaria y penal, son diferentes de la de 
libre nombramiento y remoción. Ya en reiteradas oportunidades se ha manifestado por 
parte de esta Corporación que la primera no enerva la segunda y que el que se encuentre 
en curso de un proceso, ya sea disciplinario o penal, o ambos, como en el presente caso 
no limitan la facultad que tiene el nominador para declarar insubsistente, por razones del 
servicio, a un empleado. Tal situación no confiere estabilidad al actor”.11 

 
En decisión reciente se precisó: 
 

“Al respecto, la Sala reitera que frente a los cargos de libre nombramiento y remoción 
el nominador cuenta con un amplio margen de libertad para adoptar una pluralidad de 
decisiones en el manejo de su personal, dentro de las cuales se encuentra la de 
remover a sus colaboradores, sin que ello implique un prejuzgamiento del proceso 
disciplinario, una violación a la dignidad humana o un desconocimiento del principio 
de presunción de inocencia. 
 
En consecuencia, no puede establecerse como regla que cuando se advierta la posible 
comisión de una falta disciplinaria se deba adelantar primero el respectivo proceso y 
no disponer el retiro en forma discrecional, pues se trataría de una restricción carente 
de respaldo normativo. 
 
Se insiste, no era necesario esperar los resultados de un proceso disciplinario para 
declarar insubsistente el nombramiento del demandante, pues su ejercicio no significa 
la imposición de una sanción, ni implicaba el adelantamiento de un procedimiento en 
tal sentido. Es de resaltar que la facultad discrecional que la ley confiere al nominador 
no encuentra limitación alguna en la Ley 734 de 2002, precisamente, porque persiguen 
finalidades distintas. 
 
En conclusión la actuación disciplinaria y la facultad discrecional son instituciones 
jurídicas independientes, autónomas y reguladoras de aspectos diversos de la ley, pues 
la atribución discrecional permite al nominador escoger a sus colaboradores y 
prescindir de estos, por razones del buen servicio, al paso que la actuación disciplinaria 
tiene por naturaleza la vigilancia de la conducta de los servidores oficiales; 
independientemente que puedan coincidir en constituir causales de retiro o 
desvinculación del servicio. Así es que no había obligación de sobreponer la acción 
disciplinaria sobre la facultad discrecional; lo que si debía cursarse era el proceso 
disciplinario en forma independiente, pues era deber de la Directora General de 
Desarrollo Urbano iniciar de oficio o poner en conocimiento de la autoridad 
competente la presunta irregularidad”.12 

 
Como puede verse, el Consejo de Estado en varios pronunciamientos ha indicado que la 
facultad discrecional de retiro de personal del nominador, no tiene un carácter 
sancionador, sino de manejo de personal, motivo por el cual no se puede señalar que el 
ejercicio administrativo plasmado en el acto administrativo que se pretende anular, se 
insinúe como una sanción. 
 
Ahora bien, tenemos que en primera medida la existencia de una investigación disciplinaria 
en contra de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL no genera alguna clase de 
estabilidad de la demandante en el empleo que venía desempeñando, motivo por el cual, 

                                            
10 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección A. C.P. 
Dra. Ana Margarita Olaya Forero. 17 de febrero de 2005. Radicado 17001-23-31-000-2000-0053-01 (4368-03) 
11 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección B. C.P. 
Dr. Alejandro Ordoñez Maldonado. 7 de abril de 2005. Radicado 05001-23-31-000-1999-02034-01 (5060-03) 
12 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda Subsección B. C.P. 
Dra. SANDRA LISSET IBARRA VELEZ. 18 de febrero de 2018. 5000-23-42-000-2013-01223-02(4578-16) 
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la administración actuó en el marco legal que se le confiere para el ejercicio de la facultad 
discrecional de retiro de personal. 

 
Se infiere, que no se pueden mezclar una y otra facultad, pues como se ha venido 
indicando, una es la facultad discrecional del nominador y por otra parte, encontramos la 
facultad disciplinaria de la Entidad, autónoma respecto de la primera. 
 
Debemos tener claro que la queja interpuesta por una servidora pública de la DNI, fue 
presuntamente como consecuencia de un supuesto acoso laboral de quien fungía como 
Coordinador del Grupo de Interno de Trabajo en donde ésta laboraba; en lo que la 
demandante no tendría relación, por lo que se deja sin argumentos que los hechos 
narrados dentro del proceso disciplinario hayan sido exclusivamente la causa del retiro.  
 
Como se ha descrito, la decisión de remoción de la actora no corresponde a una sanción 
o una censura, sino a la pérdida de confianza que se predicó del Director General respecto 
al desarrollo de las funciones que desempeñó la hoy demandante; confianza que como 
describimos anteriormente tiene un carácter cualificado y reforzado por la naturaleza de 
las funciones que dichos servidores desempeñan. 
 
Finalmente la parte demandante afirma que la demandante “siempre desempeñó 
adecuadamente sus funciones y conforme los dispone el ordenamiento jurídico”, al 
respecto la jurisprudencia ha precisado: “es deber de todo servidor público en el 
desempeño de sus funciones y presupuesto indispensable para garantizar la adecuada 
prestación del servicio público, sin que ello pueda crear fuera de estabilidad al funcionario 
no amparado por la carrera administrativa o de periodo fijo. Tampoco la antigüedad laboral 
del actor en la Entidad, por la circunstancia que haya prestado el servicio (…) hasta el 
momento de su desvinculación, constituía impedimento para que la autoridad nominadora 
pudiera ejercer la facultad discrecional, ya que no existe disposición legal que lo prohíba.”13  
 
Recordemos que sobre la idoneidad y buen desempeño del servidor público en el ejercicio 
de sus funciones, el Consejo de Estado ha manifestado que tratándose de funcionarios de 
libre nombramiento y remoción, no generan por sí solas fuero alguno de estabilidad, ni 
pueden limitar la potestad de remoción que las normas le han conferido a los 
nominadores.  
 
El hecho de haber ejercido la actora su empleo conforme sus funciones, no es garantía 
de estabilidad, pues más allá de ello se encuentra que actúe en concordancia con la 
reglamentación interna. 
 
En concordancia con lo dicho, la ex servidora pública, en su concepto, se haya 
desempeñado sin tacha en s u gestión, esto no es un ingrediente que logre demostrar la 
ilegalidad del acto administrativo, pues el buen ejercicio del empleo es una obligación de 
todos los funcionarios estatales el desempeñarse de la forma más óptima, sobre todo 
cuando se presta un servicio a la comunidad. 
 
Así mismo y frente a la indicación de que el 19 de abril de 2021 se realizó reunión en la 
Dirección General de la Entidad en donde “El señor DICON (Director General de la Entidad) 
expresó su desconocimiento de los hechos que anteceden a una reunión social del día 
04/09/2020”14, se debe precisar que dicha afirmación quiere inducir en error al honorable 
despacho, pues el denominado señor DICON, es la sigla del Director de Inteligencia y 

                                            
13 Sentencia de 19 de junio de 1997, expediente No. 11396, Consejero Ponente: Dr. NICOLAS PÁJARO PEÑARANDA 
14 Folio 11 de la demanda. 
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Contrainteligencia de la DNI, quien no funge como Director General de la Entidad, ello 
conforme el Decreto Ley 4179 de 2011. 
 
Erra ahí la parte actora, toda vez que, la supuesta reunión de fecha 19 de abril de 2021, 
según la demanda se realizó en cabeza del Director de Inteligencia y Contrainteligencia y 
no del Director General de la DNI. 
 
Al respecto, se impone aclarar que no se prueba en el libelo demandatorio que el Director 
General, previo al retiro de la funcionaria, haya censurado, llamado atención o reunido con 
ella con el fin de tratar algo relacionado con alguna actividad social – recreativa mientras 
esta desarrollaba una misión de trabajo, pues es evidente que el apoderado de la 
demandante confundió al jefe inmediato de la actora, que es el Director de Inteligencia y 
Contrainteligencia de la DNI, con el Director General de la Entidad. 
 
Si bien se abrió una actuación disciplinaria por el Grupo de Control Disciplinario Interno 
para verificar los hechos narrados en la demanda, no se puede inferir que la existencia de 
este proceso haya sido la motivación para el retiro de la demandante, sin embargo es 
claro que la actuación narrada por la actora puso en riesgo la seguridad del personal y de 
la información de inteligencia que tiene el carácter reservado. 
 
De otro lado, la demandante manifiesta que la decisión de declaratoria de insubsistencia, 
no obedeció a la necesidad de mejorar la prestación del servicio, apreciación que no se 
comparte, pues la falta de confianza que se generó entre el Director General de la DNI y 
la señora actora, rompía la armonía entre los funcionarios que conforman la unidad de 
empresa que en el presente caso es la Dirección Nacional de Inteligencia, perjudicando de 
esta forma los cometidos y objetivos estatales. 
 
Al respecto el Consejo de Estado en sentencia del año 2011, indicó: 

 
“Vale decir también, que las altas capacidades y logros académicos con los que pueda 
contar el demandante, no generan por si solas fuero alguno de estabilidad ni pueden 
limitar la potestad discrecional que el ordenamiento le concede al nominador, mucho 
menos constituyen plena prueba de la desviación de poder, pues ha sido criterio de la 
Corporación que la idoneidad para el ejercicio de un cargo y el buen desempeño de las 
funciones, no otorgan por sí solos a su titular prerrogativa de permanencia en el 
mismo, pues lo normal es el buen cumplimiento del deber por parte del funcionario. 
En efecto, así lo ha puntualizado la Corporación:  
 
"… en lo que respecta al buen desempeño del actor durante el tiempo que laboró para 
la entidad, ha de decir la Sala que tal circunstancia no genera para los empleados que 
puedan ser retirados del servicio por discrecionalidad del nominador; fuero de 
estabilidad, ni es obstáculo para que la administración ejercite la facultad que le ha 
sido asignada por Ley, como en el caso sub-examiné (sic), la que se presume ejercida 
en aras del buen servicio." 
 
Por otra parte, tal y como se mencionó anteriormente, el actor desempeñó un cargo 
de confianza y manejo, que al ser vinculado bajo la modalidad de empleado de libre 
nombramiento y remoción, podía ser retirado del servicio sin la necesidad de motivar 
el acto de desvinculación, pues, la ley les ha dado un tratamiento especial para que 
éstos cargos sean ejercidos sólo por aquellas personas que el nominador llame a 
acompañarlo en su gestión, en razón del alto grado de confiabilidad que en ellas debe 
depositar. 
 
En consecuencia, resulta razonable, que en aras del interés institucional, el nominador 
-en ejercicio de su potestad discrecional- pueda retirar del servicio a funcionarios de 
libre nombramiento y remoción para reacomodar su equipo de trabajo. Esa facultad 
discrecional para remover libremente a sus empleados otorgada a los nominadores 
implica un cierto margen de libertad, para decidir con qué funcionarios cumple mejor 
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la administración los fines encomendados a la entidad a su cargo15”. (Negrilla fuera de 
texto) 

 
Ahora bien, la parte demandante no probó que con el acto administrativo de 
insubsistencia de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL, se haya vulnerado el 
cumplimiento de los fines Estatales, pero si se ha establecido que entre la actora y su 
nominador se rompió el vínculo de confianza que debía existir. 
 
Para el caso que nos ocupa, se puede verificar que la actora al ser nombrada a través de 
acto administrativo en un cargo de libre nombramiento y remoción se exige un nivel de 
confianza, elemento que ya no existía entre esta y su nominador, se reitera, una confianza 
cualificada y reforzada pues la información que manejaba la demandante tenía un carácter 
especial, información de inteligencia y contrainteligencia que podría afectar la seguridad 
y la defensa nacional.  
   
Así pues, sobre los argumentos indicados en la demanda según los cuales: “(…) Por lo 
tanto, la única situación que pudo dar lugar a su retiro del servicio fue la queja disciplinaria 
–infundada– que interpuso otra funcionaria indirectamente en su contra. El uso de la 
facultad discrecional con ese fundamento, y sin que se confirmara con certeza lo 
acontecido, permite inferir que el propósito de la autoridad nominadora fue responder 
ante una eventual falta disciplinaria y no mejorar el servicio o garantizar confianza”16, no 
tienen asidero pues si bien los hechos descritos en la queja están siendo investigados 
disciplinariamente, los motivos para el retiro fueron aspectos relativos a la pérdida de la 
confianza del nominador en su subalterna, máxime luego del Informe de Verificación del 
Inspector General al que se ha aludido.    
 
No cabe la duda que el nominador se encuentra legalmente amparado por la facultad de 
sopesar la situación del servicio a él presentada y concluir sobre la conveniencia para la 
Entidad sobre la permanencia de la demandante. Ha sido reiterada la jurisprudencia del 
H. Consejo de Estado al sostener que las razones del servicio están dadas por múltiples 
factores como son: “conveniencia, oportunidad, eficacia, armonía y moralidad, entre 
otros”17. 
 
En conclusión, la facultad discrecional del Director General de la DNI en el presente caso, 
se encuentra dentro de los límites establecidos en la Ley y en esta medida el nominador 
adopta la decisión de retiro conforme la apreciación del modo como se está llevando a 
cabo sus funciones y que tiene como finalidad el interés público. 
 
Se reitera, cuando la administración decide declarar insubsistente a un empleado, se 
infiere que se realizó en procura del buen servicio público y de conformidad con la 
facultad discrecional del nominador para disponer de los empleados que no están 
amparados por algún fuero de estabilidad; si bien existe una investigación disciplinaria el 
hecho de su existencia no logra demostrar la desviación de poder alegado por la parte 
actora, ni mucho menos que este haya sido el motivo para la toma de la decisión. 
 
La facultad discrecional del nominador no se constituyó como un mecanismo sustitutivo 
de la acción disciplinaria como se afirma en la demanda, pues el proceso disciplinario se 
viene adelantando conforme las instancias establecidas en la normatividad que regula la 
materia; la facultad del nominador de retirar del servicio a un servidor público en los 

                                            
15 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda subsección b C. P.: DR. VÍCTOR 
HERNANDO ALVARADO ARDILA. 23 de febrero de 2011. Radicación número: 170012331000200301412 02(0734-10). 
16 Folio 14 de la demanda. 
17 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección A C. P.: Dra. ANA 
MARGARITA OLAYA FORERO. 14 de marzo de 2002. Radicación número: 54001233100019960001101 (2893-01). 
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cargos de libre nombramiento y remoción se ejerció conforme la ley para el manejo de su 
personal, que como hemos descrito por la naturaleza de las funciones que se desarrollan 
en la Dirección Nacional de Inteligencia, deben tener un nivel de confianza más alto que 
lo normal, es decir, una confianza reforzada.    
 
Apreciadas las pruebas en su conjunto se dilucida que el retiro de la demandante no se 
alejó del objetivo normativo, es decir, la buena prestación del servicio, sino todo lo 
contrario lo que se busco fue garantizar la armonía de la Entidad como una unidad de 
empresa. 
 

3.3. Del acápite “Se configuró desviación de poder por uso desproporcionado de la 
facultad discrecional”. 

 
El problema jurídico que se presenta en este acápite, se resume en la siguiente pregunta: 
 
¿La declaratoria de insubsistencia de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL quien 
se desempeñaba en el empleo Técnico Táctico, Clase I, Grado 03 en la Dirección Nacional 
de Inteligencia, desbordó la proporcionalidad del ejercicio de la facultad discrecional que 
le confiere la Constitución y la ley a la administración? 
 
Al respecto se debe tener claridad sobre la naturaleza del empleo desempeñado por la 
actora y las facultades que envisten al Director General de la DNI y la normatividad que 
soporta tal actuación.  
 
El empleo previamente ejercido por la demandante, como se mencionó anteriormente,  
tiene el carácter de libre nombramiento y remoción conforme lo dispuesto en el artículo 
4º del Decreto Ley 4179 de 2011, que según lo normado en la Ley 909 de 2004, una de sus 
formas de retiro del servicio, es a través de la declaratoria de insubsistencia del 
nombramiento del servidor público. 
 
Así pues, la declaratoria de insubsistencia de un funcionario nombrado en un cargo de tal 
calidad, es legal, con base en lo establecido en el artículo 25 del decreto 2400 de 1968 
modificado por el Decreto 3074 de 1968 numeral a), que contempla como causal de retiro 
del servicio la declaración de insubsistencia del nombramiento. 
 
A su vez, el artículo 26 del decreto 2400 de 1968 indica: “El nombramiento hecho a una 
persona para ocupar un empleo del servicio civil, que no pertenezca a una carrera, puede 
ser declarado insubsistente libremente por la autoridad nominadora, sin motivar la 
providencia. Sin embargo, deberá dejarse constancia del hecho y de las causas que lo 
ocasionaron en la respectiva hoja de vida. Los nombramientos de empleados de carrera 
sólo podrán ser declarados insubsistentes por los motivos y mediante los procedimientos 
establecidos en la ley o reglamento que regule la respectiva carrera. La declaración de 
insubsistencia conlleva la pérdida de los derechos del funcionario de carrera”. (Negrilla 
fuera de texto) 
 
De igual forma, el artículo 107 del Decreto 1950 de 1973 indica: “En cualquier momento 
podrá declararse insubsistente un nombramiento ordinario o provisional, sin motivar la 
providencia, de acuerdo con la facultad discrecional que tiene el gobierno de nombrar y 
remover libremente sus empleados”. 
 
Por su parte, el artículo 41 de la Ley 909 de 2004, se pronunció en el mismo sentido en 
donde se indicó:  
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“ARTÍCULO 41. CAUSALES DE RETIRO DEL SERVICIO. El retiro del servicio de quienes 
estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera 
administrativa se produce en los siguientes casos: 
  
a) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre 
nombramiento y remoción; 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 2o. Es reglada la competencia para el retiro de los empleos de carrera de 
conformidad con las causales consagradas por la Constitución Política y la ley y deberá 
efectuarse mediante acto motivado. 
 
La competencia para efectuar la remoción en empleos de libre nombramiento y 
remoción es discrecional y se efectuará mediante acto no motivado.” (Negrilla fuera 
de texto) 

 
Podemos concluir que el acto administrativo proferido por el Director Nacional de 
Inteligencia donde se declaró insubsistente el nombramiento de la señora BERONICA 
NAYIBE VANEGAS CEDIEL, se encuadra en el marco legal que se le otorga al nominador 
pues estuvo a su vez dirigido a la buena prestación del servicio público, por cuanto dicho 
acto propendió al restablecimiento de la confianza que debe existir entre el Director 
General como cabeza máxima de la Entidad y su servidor público.  
 
Es pertinente indicar que quién ingresa a un cargo de libre nombramiento y remoción no 
adquiere algún fuero especial que permita su estabilidad completa, pues no se han 
superado aún los requisitos para acceder a un cargo de naturaleza estable, como lo 
constituye uno de carrera administrativa. La demandante accedió a un empleo de libre 
nombramiento y remoción y no por medio del concurso de méritos, mecanismo 
establecido por la ley para el acceso a los mismos; razón por la cual, no le asistía un fuero 
de estabilidad o inmovilidad a la demandante. 
 
Ahora bien, para el ejercicio de un empleo en un organismo de inteligencia y 
contrainteligencia, como lo es la Dirección Nacional de Inteligencia, es de tal magnitud el 
nivel de confianza depositado en los agentes de inteligencia, que para su ingreso y 
permanencia en el empleo, deben superar las pruebas de credibilidad y confiabilidad 
conforme el parágrafo 4 del artículo 38 de la Ley 1621 de 2013.  
 
Un elemento esencial en un empleo de libre nombramiento y remoción, como ya se 
mencionó,  es la confianza, elemento que se estudió anteriormente; por tal motivo, un 
fundamento razonable determinado por la Ley para el retiro del servicio de un empleo de 
libre nombramiento y remoción es la pérdida de confianza del nominador. 
 
Es claro, en el presente caso, que la confianza que debe reinar en la relación entre un 
superior y su subalterno, ya se había roto y por lo tanto empañaba con ello la armonía 
entre los equipos de trabajo, y en consecuencia la buena prestación del servicio público, 
razón suficiente para que el Director Nacional de Inteligencia emitiera el acto 
administrativo a través del cual declaraba la insubsistencia del nombramiento de la actora. 
 
Debemos reiterar que la confianza de los empleos de la DNI es cualificada y reforzada, 
pues en cabeza de los agentes de inteligencia se maneja información reservada de 
inteligencia y contrainteligencia estratégica para la salvaguarda de la estabilidad del 
régimen democrático y constitucional, el manejo de gastos reservados para el desarrollo 
de estas actividades, entre otros. 
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Ahora bien, respecto a la regla de no motivar los actos administrativos de insubsistencia 
de un empleado de libre nombramiento y remoción, debemos señalar que el Honorable 
Consejo de Estado ha indicado:  
 

“Como lo ha señalado esta Corporación en reiterada jurisprudencia, la regla general en 
el ejercicio de la función administrativa lo constituye el ingreso mediante el sistema 
de la carrera según el artículo 125 de la Constitución Política. No obstante lo anterior, 
hay eventos en los que la administración requiere cierta libertad para seleccionar y 
retirar a sus empleados en atención a la trascendencia de las funciones que 
desempeñan y el grado de confianza que se exige para ello. 
 
En estos casos, ha sido prevista una excepción al sistema de la carrera administrativa 
para quienes sin haber superado las distintas etapas de un proceso de selección por 
méritos, ingresan al servicio público a desempeñar empleos con funciones de 
conducción u orientación institucional, de las cuales como quedó visto, se requiere el 
más alto grado de confianza. 
 
(…) 
 
Sobre este particular, vale la pena señalar que es precisamente el grado de confianza 
que se exige para el desempeño de ese tipo de cargos lo que le permite al nominador 
disponer libremente su provisión y retiro, incluso sin que sea necesario expresar los 
motivos que lo llevan a adoptar una u otra decisión, empero, la remoción debe ser 
ejercida siempre dentro de parámetros de racionalidad, proporcionalidad y 
razonabilidad, en tal sentido, se han identificado como límites para el ejercicio de dicha 
facultad, los siguientes: a) debe existir una norma de rango constitucional o legal que 
contemple la discrecionalidad expresamente, b) su ejercicio debe ser adecuado a los 
fines de la norma que la autoriza y, c) la decisión debe ser proporcional a los hechos 
que le sirven de causa”.18 (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 
Así pues, el acto administrativo por el cual se retiró a la demandante conforme la Ley que 
regula la materia, no debe ir motivado, sin embargo el mismo fue expedido bajo los 
parámetros de razonabilidad y proporcionalidad con miras a la efectiva prestación del 
servicio. 
 
Afirma la demanda que la pérdida de confianza según su entender se produjo por la queja 
disciplinaria que fuera presentada por una servidora pública de esta Entidad, ello como 
conclusión que ninguno de los jefes de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL 
formuló observaciones a la labor de la actora y previo al retiro, el Director General censuró 
una actividad social “durante el periodo en que se desarrollaba una misión de trabajo”. 
 
Sobre este particular debemos tener claro que el hecho que el jefe inmediato no efectúe 
quejas sobre un servidor público, este no pueda ser retirado en el ejercicio de la facultad 
discrecional del nominador, es más, el Director General cómo nominador y representante 
legal es quien debe responder ante el Gobierno Nacional por el buen actuar de la Entidad, 
así como la efectividad de las misiones de la DNI y por la seguridad de sus funcionarios, 
las actuaciones de la demandante entre otros, los narrados en la actuación disciplinaria, 
han podido poner en riesgo la integridad de los servidores públicos de la Entidad y la 
revelación de información reservada. 
 
En efecto puede haberse iniciado una investigación disciplinaria en contra de la 
demandante, pero la existencia de dicho proceso no logra demostrar el fin desviado que 

                                            
18 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A. Consejero ponente: 
William Hernández Gómez. Radicación número: 63001-23-000-2010-00192-01 (2743-16). 
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se atribuye a la DNI al momento de expedir el acto hoy demandado, y mucho menos se 
puede determinar que la existencia de tal procedimiento haya sido determinante para la 
expedición de la Resolución 364 de 2021. 
 
En armonía con lo anterior, la afirmación según la cual: “La autoridad nominadora no 
permitió que el trámite disciplinario avanzara y corroborara o descartara los hechos 
mencionados por la señora Chavarro Mejía. De esa forma, sin que existieran soportes 
concretos, asumió que lo expuesto por su parte era verídico y merecedor de una sanción 
disciplinaria inmediata: el retiro del servicio. En otras palabras, se ejerció la facultad 
discrecional con base en un rumor o comentario de pasillo de forma desproporcionada”19, 
es falsa y carece de todo soporte probatorio, pues no se encuentra apegado a la realidad, 
esta es una calificación subjetiva de la decisión de la administración, vuelvo y reitero, el 
adelantamiento del proceso disciplinario no otorga fuero de estabilidad a la demandante. 
 
En efecto, en la demanda se acredita el inicio de un trámite disciplinario; pero el hecho 
de la existencia de tal proceso no logra demostrar el fin desviado que se atribuye al 
nominador al momento de tomar su decisión, ni mucho menos que ese fue el motivo 
determinante para su expedición.   
 
A éste respecto las pruebas aportadas tampoco ofrecen elementos de juicio que 
determinen que el retiro se efectuó por la existencia del proceso disciplinario; de la 
demanda se deduce los hechos que generaron el inicio de una actuación disciplinaria que 
aún se encuentra en curso y de la reacción de su superior inmediato, es decir, el Director 
de Inteligencia y Contrainteligencia; pero en nada se refieren en torno al nominador  y las 
razones que éste pudo tener para adoptar la decisión de declarar la insubsistencia del 
demandante.   
 
Para terminar, se demuestra que no se dan los presupuestos que la jurisprudencia y la 
doctrina han creado para configurar la causal conocida como desviación de poder, pues 
del acto administrativo proferido por el Director General de la DNI, se presume su legalidad 
y se expidió en aras del buen servicio. Las inconformidades y reparos de la actora no 
logran quebrar tales presunciones. 
 
De ello se puede denotar, que si bien la discrecionalidad no es absoluta como lo manifiesta 
el actor, la misma contenida en el acto administrativo demandado no raya en la ilegalidad, 
por cuanto la declaratoria de insubsistencia fue expedida dentro del marco legal 
establecido. Dicha facultad está amparada legalmente cuando se trata de una atribución 
cuya conveniencia y oportunidad, está enmarcada en la racionalidad de la medida. 
 
 

3.4. Al acápite “Se configuró desviación de poder porque la Resolución No. 364 de 
2021 desconoce la finalidad del ejercicio de la facultad discrecional en empleos 
de libre nombramiento y remoción”.  

 
Afirma la demanda que la declaratoria de insubsistencia del nombramiento de la actora 
no obedeció a razones del buen servicio, según se insiste debido a la existencia de una 
queja disciplinaria; argumento que carece de veracidad como lo hemos presentado en el 
presente escrito y contrario a las facultades del Director General, quien al perder la 
confianza de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL en el desempeño de su 
empleo, generaría un traumatismo en la prestación del servicio pues la confianza es un 
elemento esencial en los empleos de la DNI. 
 

                                            
19 Folio 17 de la demanda. 
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Se afirma en la demanda: “(…) La autoridad nominadora decidió ejercer la facultad 
discrecional sin importar las necesidades de la entidad y sin considerar que el reemplazo 
de empleados como ella, que desarrollan tareas tan especiales –por ejemplo, que 
administran, inscriben o evalúan fuentes de información humana–, podía afectar los 
resultados de las misiones en progreso y la consecución de los fines de la entidad”.20 
 
Si bien la actora fue retirada del servicio, ello no significó la desmejora del mismo, pues 
las actividades que desarrolla la dependencia donde ésta se desempañaba, no se vieron 
afectadas, pues no se demuestra de ninguna manera, que el retiro de esta haya llevado al 
traumatismo del servicio o incluso al fracaso de alguna operación de inteligencia y 
contrainteligencia, todo lo contrario, la falta de confianza entre el nominador y su 
subordinada sí hubiera generado una afectación a la prestación del servicio, en donde 
dicho elemento es fundamental para el éxito de la labor. 
 
Por supuesto que la decisión de la administración se fundó en razones del buen servicio, 
pues para el correcto funcionamiento de las actividades que desarrolla la Entidad es 
necesaria la existencia del factor confianza entre el Director General y los servidores 
públicos de la Entidad, tal y como se dejó plasmado en el artículo 4º del Decreto 4179 de 
2011, la cual es una confianza cualificada y reforzada por la naturaleza de las funciones 
que esta desempeñaba. 
 
Para esta clase de empleos en organismos de seguridad debe existir un elemento básico 
como es la confianza, cuyo resquebrajamiento lleva a la disfuncionalidad en la prestación 
del servicio. Por lo tanto, es indispensable que exista este principio entre el empleador y 
su subalterno. En el presente caso, el Director General perdió la confianza en la actora y 
con el fin de garantizar la armonía en el desarrollo de la función, procedió a expedir el 
acto administrativo a través del cual se declaró la insubsistencia del nombramiento de la 
señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL. 
 
 

4. AL SEGUNDO CARGO “INFRACCIÓN DE LAS NORMAS EN QUE DEBE FUNDARSE, 
EXPEIDICÓN IRREGULAR Y VIOLACIÓN DE LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO 
Y EL DERECHO DE DEFENSA”. 

 
Al llegar a este punto de la demanda, la parte actora trae a colación el parágrafo 4º del 
artículo 38 de la Ley Estatutaria 1621 de 2013, que dice: 
 

“Parágrafo 4. La no superación de las pruebas de credibilidad y confiabilidad será 
causal de no ingreso o retiro del organismo de inteligencia y contrainteligencia de 
acuerdo con la reglamentación establecida por el Gobierno Nacional. En los organismos 
de inteligencia y contrainteligencia que no pertenezcan al sector defensa, el retiro del 
servicio de los servidores públicos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contra inteligencia se producirá cuando el nominador, previo concepto de un comité 
asesor o quien haga sus veces, en ejercicio de la facultad discrecional considere que 
no se cumplen con los estándares de idoneidad y confianza”.  

 
Sobre este aparte, el apoderado de la parte demandante indica:  
 

“Con base en la anterior disposición, que aplica a la Dirección Nacional de Inteligencia 
como departamento administrativo que no hace parte del Sector Defensa, se tienen 
dos condiciones para el retiro del servicio por pérdida de idoneidad y confianza de los 
servidores públicos que lleven a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia: 

                                            
20 Folio 19 de la demanda. 
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i) Debe existir una prueba de confiabilidad; y ii) el retiro del servicio, bajo el supuesto 
de pérdida de confianza, es procedente previo concepto de un comité asesor o quien 
haga sus veces y que recomiende el ejercicio de la facultad discrecional.  
 
Frente a esa facultad, la Corte Constitucional al realizar el estudio de esta norma, fue 
clara en señalar que previo al retiro del servicio, se debe adelantar un procedimiento 
que permita al retirado ser informado de los motivos que lo causan y presentar 
descargos, y que además dicha decisión debe estar basada en razones objetivas y estar 
motivada. Esto conforme al contenido del artículo 29 de la Constitución Política que 
aplica de forma extensiva en todo procedimiento de corte administrativo”.21  

 
Erra la parte demandante en afirmar que la facultad discrecional del nominador se 
encuentra limitada a la existencia de una prueba de confiabilidad y del concepto previo 
de un comité asesor, pues el apoderado demandante está confundiendo e induciendo en 
error al despacho, en lo que respecta con: (i) la facultad discrecional de retiro regulada 
en el Decreto Ley 2400 de 1968 y la Ley 909 de 2004, y (ii) los eventos en los que el 
servidor público no supera las pruebas de credibilidad y confiabilidad, a las que se refiere 
el parágrafo 4º del artículo 38 de la Ley 1621.  
 
Lo anterior, se explicará de la siguiente manera:  
 
La Ley 1621 de 2013 "Por medio del cual se expiden normas para fortalecer el marco 
jurídico que permite a los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y legal, y se dictan otras 
disposiciones”, se expidió con el objeto de determinar el marco de actuación de los 
organismos que desarrollan las actividades de inteligencia y contrainteligencia en pro de 
la defensa de los derechos humanos y de la protección del régimen democrático, el 
régimen constitucional y legal, la seguridad y la defensa nacional. 
 
En dicha norma, en su artículo 38 parágrafo 3º se determinó que “las personas capacitadas 
para cumplir funciones relacionadas con las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia, deberán cumplir en todo momento los más altos estándares de 
idoneidad y confianza que permitan mantener el compromiso de reserva en el desarrollo 
de sus funciones”; resulta obvio entonces que esta clase de actividades que generan 
conocimiento al Gobierno Nacional para la toma de decisiones en la dirección del Estado 
para la seguridad y defensa nacional, sean desarrolladas por personas altamente 
calificadas y confiables, lo anterior toda vez que la filtración de la información que 
procesan los organismos de inteligencia y contrainteligencia representaría la afectación 
de un bien superior como es la defensa y la seguridad nacional. 
 
En desarrollo de lo anterior, la precitada Ley determinó que “las entidades que realizan 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, desarrollarán protocolos internos para el 
proceso de selección, contratación, incorporación y capacitación del personal de 
inteligencia y contrainteligencia”, dentro de estos protocolos nos encontramos con las 
pruebas de credibilidad y confiabilidad.   
 
Tal disposición legal fue reglamentada en el artículo 2.2.3.10.1 del Decreto 1070 de 2015, 
que dice: 
 

“Artículo 2.2.3.10.1. Estudios de Credibilidad y Confiabilidad. Los estudios de 
credibilidad y confiabilidad, son de obligatorio acatamiento y comprenden un conjunto 
de actividades, exámenes y/o evaluaciones, orientadas a asegurar los más altos 

                                            
21 Folios 20 y 21 de la demanda. 
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estándares en materia de seguridad y reserva de la información, mediante la aplicación 
de exámenes técnicos o evaluaciones periódicas que verifiquen la idoneidad, 
credibilidad y confiabilidad de los servidores públicos y/o contratistas de los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia y/o de personas que por razón de sus 
funciones y actividades tengan que conocer información con nivel de clasificación. 
 
En este sentido, los estudios de credibilidad y confiabilidad podrán componerse, entre 
otros similares, de los siguientes exámenes técnicos que evalúen los siguientes 
aspectos:  
 
a) Individual: Verificación administrativa de información y datos, referencias, 

anotaciones, antecedentes judiciales, antecedentes disciplinarios, antecedentes 
médicos, prueba e evaluación psicotécnica, entrevistas, competencias, prueba 
informatizada de integridad y veracidad, exámen psicofisiológico de polígrafo.  

b) Familiar: Visita domiciliaria y de vecindario.  
c) Social: Estudio socioeconómico, referencias personales, profesionales, laborales, 

comerciales y financieras 
 
Cada organismo de inteligencia y contrainteligencia determinará el objeto, finalidad y 
alcance de los estudios credibilidad y confiabilidad, sus características, ámbito de 
aplicación, periodicidad, protocolos y procedimientos de realización y evaluación, 
privilegiando el interés general y la dignidad de los evaluados. (…)” (Negrilla y 
subrayado fuera de texto) 

 
De ahí se infiere que los organismos de inteligencia para garantizar los más altos 
estándares de idoneidad y confianza deben aplicar periódicamente a sus servidores 
públicos las pruebas de credibilidad y confiabilidad para la permanencia en el servicio 
activo. 
 
Estas especialísimas circunstancias en la prestación del servicio a cargo de la DNI, son sin 
lugar a dudas las que llevaron al legislador a determinar que para garantizar dicha 
prestación se requiera para la continuidad en el servicio, superar las pruebas de 
credibilidad y confiabilidad por las excepcionales cualidades personales de idoneidad, 
confiabilidad, rectitud y confianza. 
 
Sobre la base de lo anterior, es lógico deducir que el legislador determinará que en los 
eventos en los que un agente de inteligencia no supere las pruebas periódicas de 
credibilidad y confiabilidad, su consecuencia natural sea el retiro del servicio, sin embargo, 
la Ley indicó que en estos casos con el fin de garantizar al debido proceso, debe existir 
un procedimiento anterior como es el concepto previo de un Comité Asesor o quien haga 
sus veces, a lo que la Corte Constitucional indicó que, el servidor público debía ser 
informado para poder presentar sus descargos. 
 
Es decir, el parágrafo 4º del artículo 38 de la Ley 1621 de 2013, debe ser leído en su 
conjunto e integridad, este solamente tiene aplicación en los casos en los que el agente 
de inteligencia no supere las pruebas de credibilidad y confiabilidad que el organismo de 
inteligencia por ley debe aplicarle periódicamente, contrario de lo que se presenta en el 
presente caso, donde la demandante no fue retirada por no haber superado las pruebas 
de credibilidad y confiabilidad, sino en el ejercicio de las facultades legales otorgadas al 
nominador de conformidad con el Decreto Ley 2400 de 1968 y la Ley 909 de 2004. 
 
Por el motivo expuesto, el retiro de la demandante no obedeció a la no superación de las 
pruebas de rutina de credibilidad y confiabilidad, motivo por el cual, no se presentó el 
concepto previo del comité asesor o quien haga sus veces.  
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De lo expuesto, se denota el error en el que incurre la demandante, pues confunde, repito, 
la figura del retiro en ejercicio de la discrecionalidad del nominador otorgada por el 
Decreto Ley 2400 de 1968 y la Ley 909 de 2004, con el retiro de personal por la no 
superación de pruebas de credibilidad y confiabilidad regulada por el parágrafo 4º del 
artículo 38 de la Ley 1621 de 2013. 
 
Queda por añadir, que no se puede alegar una presunta vulneración al debido proceso, 
pues la declaratoria de insubsistencia de un nombramiento, en lo que se refiere a 
servidores públicos de libre nombramiento y remoción, no es un procedimiento 
administrativo como tal, pues no está compuesto por etapas. 
 
Se concluye, que la declaratoria de insubsistencia del nombramiento de la peticionaria, 
por corresponder al ejercicio de una potestad discrecional que el nominador adopta en 
beneficio del servicio, no requiere motivación, y por ser una medida que no es 
sancionatoria, en palabras del Consejo de Estado, “mal puede exigírsele a la 
administración que le dé garantías de defensa al servidor público retirado por el ejercicio 
de dicha facultad discrecional”.22 
 
Por ello, no es de recibo lo dicho por el actor, pues la facultad discrecional ejercida por 
el Director General de la DNI de ninguna manera fue contraria a derecho pues se ejecutó 
bajo los lineamientos y parámetros establecidos en el Decreto Ley 2400 de 1968 y en la 
Ley 909 de 2004, dentro de los límites justos, inspirado en razones del buen servicio.  

 
En razón a ello, se puede afirmar que el material probatorio aportado por la parte 
convocante no lleva a la convicción que en efecto el retiro de la servidora pública se 
produjo por la existencia de la investigación disciplinaria, sino que se produjo por la 
pérdida de confianza del nominador. 
 
En el mismo sentido, se puede indicar que no se logra probar por la parte demandante 
que la expedición del acto no fue por razones del buen servicio, más aún cuando no existe 
una afectación del mismo o una interrupción de las funciones que desarrolla la Entidad.  
 
 

VI. DE LOS SUPUESTOS DAÑOS 
 
Afirma el apoderado en su acápite de pretensiones que se ordene el pago de la suma de 
SESENTA MILLONES QUINIENTOS ONCE MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 
($60.511.952,00), como salarios dejados de percibir por la actora como consecuencia de la 
declaratoria de insubsistencia. Sobre dicha suma si bien se indica el valor de la asignación 
básica dispuesta para la actora al momento de su retiro conforme el acto administrativo 
que dispone los salarios de los servidores públicos de la Entidad, no se hace 
discriminación verídica sobre el factor prestacional, el cual al parecer corresponde a un 
ejercicio que no tiene la rigurosidad para indicar que este sea calculado sobre el 40% 
como lo hace la demanda. 
 
En lo que se refiere a los presuntos daños morales como consecuencia de la expedición 
de la Resolución acá demandada, los cuales según la demanda ascienden a los cien 
salarios mínimos  legales vigentes, solicito al despacho que sean negados los mismos, 
toda vez que no se aportó con la demanda un solo medio de prueba que acredite la 
afectación de la demandante.  
 

                                            
22 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. C.P. Dra. Ana Maria 
Olaya Forero. 22 de marzo de 2001. Radicado 15001-23-31-000-2001-02724-01 (2724-01) 
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No existe elemento probatorio que demuestre que el acto administrativo donde se declaró 
la insubsistencia del nombramiento de la actora, haya generado en esta una lesión en su 
integridad física o mental. Es obvio señora Magistrada que una persona que es retirada 
del servicio se encuentra en un momento angustioso pues sale de su zona de tranquilidad, 
y debe organizarse nuevamente en cuestión de gastos y mantenimiento, pero es algo 
natural cuando se retira del servicio, en el presente caso no se probó que este retiro le 
haya ocasionado una lesión o un deterioro en la estabilidad emocional o mental de la 
demandante que por ejemplo haya ocasionado su asistencia a psicólogos o psiquiatras. 
 
Sobre este aspecto la jurisprudencia del Consejo de Estado ha indicado: 
 

“En la jurisprudencia nacional el primer antecedentes sobre el reconocimiento de 
perjuicios morales fue la sentencia de casación proferida por la Corte Suprema de 
Justicia el 21 de julio de 1992, en la cual se consideró que los artículos 2341 y 2356 del 
Código Civil extienden la reparación a todo daño inferido, de manera que no puede 
limitarse únicamente al patrimonial, pues el derecho de propiedad "es solo una parte 
del conjunto de los elementos que integran la persona como sujeto de derechos". 
 
El desarrollo del tema en la jurisprudencial nacional ha ido en evolución, al punto que 
hoy se admite inclusive la posibilidad de reclamar indemnización por los perjuicios 
morales causados por el daño o pérdida de las cosas, a condición de demostrar 
plenamente su existencia, pues tal perjuicio no se presume). Igualmente, en materia 
contractual si bien la jurisprudencia ha sido reacia a reconocerlo, no se niega su 
procedencia en el evento de que se presentare lesión a alguno de los bienes 
extrapatrimoniales (honor, reputación, etc.) y estuviese demostrada en el expediente). 
 
Esto significa que en la jurisprudencia nacional la negativa a reconocer perjuicios 
morales a los demandantes en los casos concretos se ha fundamentado en razones 
de orden jurídico, en cuanto no se hallen acreditado los requisitos que debe reunir el 
perjuicio para que sea indemnizable, esto es, que sea cierto, concreto y personal y no 
a razones de orden ético o filosófico. 
 
La determinación de la naturaleza del daño moral ha ofrecido a la doctrina serias 
dificultades. Su definición se ha dado por oposición al daño patrimonial. Pero definirlo 
como daño extrapatrimonial resulta inexacto, dado que dentro de esta noción también 
se incluye el denominado perjuicio fisiológico)”.23 

 
En el presente caso, no se encuentran probados los perjuicios morales reclamados por la 
parte actora, pues la afectación presuntamente sufrida no alcanza la connotación de daño 
moral, este último según el máximo tribunal de lo contencioso administrativo como 
“entendido este concepto en sentido amplio para abarcar no sólo el dolor moral sino otra 
serie de perjuicios no afectivos que inciden en el ámbito de la esfera espiritual”. 
 
Además de lo anterior, podemos tener claridad que no se prueba alguna afectación a la 
reputación de la actora desvirtuándose la presunta causación de este perjuicio. 
 
Ahora bien, se reitera que dentro del proceso no se prueba el sufrimiento y el dolor para 
que hay lugar al pago de una indemnización. La Corte ha aclarado que el daño moral debe 
ser de trascendencia, pues no se puede indemnizar una simple molestia, disgusto o 
perturbación. Al respecto la Corte Suprema de Justicia indicó: “Este daño, entonces, debe 
ser de grave entidad o trascendencia, lo que significa que no debe ser insustancial o fútil, 
pues no es simple molestia la que constituye el objeto de la tutela civil”24.    
 

                                            
23 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera. C.P. Dr. Ricardo 
Hoyos Duque. 13 de abril de 2000. Radicado 11892. 
24 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. 5 de agosto de 2014. Radicación 2003-00660. M.P. Dr. 
ARIEL SALAZAR RAMIREZ. 
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VII. AL ACÁPITE DE PRUEBAS 

 
a) Respecto a la solicitud de la parte actora para que se allegue al proceso la copia 

integral del proceso disciplinario GOCDI 002 de 2021 me permito solicitarle a la 
señora Magistrada no se acceda a dicha solicitud toda vez que el proceso para este 
momento no se encuentra con pliego de cargos, motivo por el cual, el mismo aún 
es reservado y su publicación podría generar afectación en la investigación que 
viene desarrollando el Grupo interno de Trabajo de Control Disciplinario Interno de 
la DNI. 
 

b) De acuerdo a la doctrina, el testimonio es la declaración que realiza un tercero, 
ajeno al proceso, pues no tiene relación jurídico proceso con las partes, sobre los 
hechos que le constan directamente. 
 
El artículo 211 del Código General del Proceso, norma que es aplicable al asunto 
conforme a la Sentencia de Unificación del Consejo de Estado de 24 de junio de 
201425, dispone: 
 
“Artículo 211. IMPARCIALIDAD DEL TESTIGO. Cualquiera de las partes podrá tachar 
el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su 
credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencias, sentimientos 
o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales u 
otras causas.  
 
La tacha deberá formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez 
analizará el testimonio en el momento de fallar de acuerdo con las circunstancias 
de cada caso”.  

 
En virtud de lo anterior, se solicita al despacho no decretar la prueba de 
testimonios requerida en la demanda del señor ANDRÉS FELIPE ARCOS  MUÑOZ, 
toda vez que el mismo no garantiza su imparcialidad en el trámite pues tiene 
interés directo en las resultas del proceso toda vez que el citado interpuso medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho por los mismos hechos 
narrados en la presente demanda. 
 
El señor ANDRÉS FELIPE ARCOS MUÑOZ, fue servidor público de la DNI quien fue 
declarado insubsistente y en consecuencia instauró demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
bajo el radicado 25000234200020210096800 que se encuentra en conocimiento 
del despacho del Dr. LUIS ALFREDO ZAMORA ACOSTA. 
 

 
VIII. PETICIÓN FINAL 

 
Bajo los argumentos anteriores, me permito solicitar al despacho no declare la nulidad 
solicitada por la parte actora de la Resolución 364 de 2021, ni se acceda al pago de los 
presuntos perjuicios ocasionados a la misma por la expedición del acto administrativo. 
 
 
 

                                            
25 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. C.P. Dr. Enrique Gil Botero. 24 de junio 
de 2014. Radicado 23-36-000-2012-00395-01. 
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IX. PRUEBAS  
 

1. DOCUMENTALES 
 
Atendiendo a lo ordenado por el Despacho a través de fecha 25 de mayo de 2022, en 
donde se ordenó en su artículo 4º donde se ordenó la remisión del expediente del retiro, 
me permito manifestar que la Entidad no maneja expediente administrativo frente a la 
declaratoria de insubsistencia de la actora. No obstante, se allegan los antecedentes de 
la actuación objeto del proceso.  
 
Aun así me permito remitir los documentos relacionados con el procedimiento de retiro 
de la demandante: 
 
ANTECEDENTES 
 

1. Copia de la Resolución No. 118 de 18 de julio de 2012, por el cual se nombra a la 
señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL en el empleo Técnico Táctico, Clase I, 
Grado 03. 

2. Comunicación a la actora de su nombramiento en el empleo Técnico Táctico, Clase 
I, Grado 03. 

3. Copia de acta de posesión en el empleo Técnico Táctico, Clase I, Grado 03. 
4. Copia de los manuales de funciones y competencias laborales que le fueron 

comunicados a la demandante. 
5. Copia del oficio de comunicación 501.043 de 28 de mayo de 2021 por el cual se 

comunica la Resolución No. 364 de 2021. 
6. Copia de la resolución No. 364 de 2021. 
7. Copia de la constancia de fecha 28 de mayo de 2021. 
8. Copia del compromiso de reserva suscrito por la actora de fecha 28 de mayo de 

2021. 
9. Copia del oficio 501.038 de 28 de mayo de 2021, donde se cita a la actora a pruebas 

de confiabilidad de retiro. 
10. Copia del oficio 501.049 de 28 de mayo de 2021, donde se cita a la actora a examen 

médico. 
11. Copia del oficio de retiro de cesantías dirigido al Fondo Nacional del Ahorro. 
12. Copia del oficio 501-34.13 de 31 de mayo de 2021 dirigido a la Dirección de Asuntos 

Internos y Seguridad Operacional donde se informa que la actora fue retirada del 
servicio. 

13. Copia del a Resolución No. 473 de 21 de junio de 2021, donde se liquida las 
prestaciones sociales a la actora por su retiro. 

14. Correo electrónico en donde Talento Humano da cuenta de la falta de documentos 
que debe allegar la actora a su retiro. 

15. Copia de paz y salvo por retiro de la actora. 
 
Se solicita al despacho tener como prueba los documentos que se presentan con el 
presente escrito, a saber: 
 
PRUEBAS 
 

1. Copia de la constancia de fecha 28 de mayo de 2021. 
2. Informe de Verificación 05-2021 emitido por el Inspector General de la Dirección 

Nacional de Inteligencia de fecha 20 de mayo de 2021. 
3. Certificado laboral de la señora BERONICA NAYIBE VANEGAS CEDIEL de fecha 18 

de julio de 2022, donde constan sus funciones como agente de inteligencia. 
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4. Constancia de fecha 25 de julio de 2022 emitida por el Grupo Interno de Trabajo 
de Instrucción Disciplinaria. 

 
X. ANEXOS  

 
 Poder conferido por el(a) Jefe de la Oficina Jurídica de la Entidad. 
 Copia acto administrativo de nombramiento y posesión Jefe Oficina Jurídica 
 Copia de acto administrativo de delegación 

 
XI. NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la secretaria de su Despacho; en la sede de la Dirección Nacional de 
Inteligencia, ubicada en la Calle 26 No. 69 – 63, Oficina Jurídica, en el correo de 
notificaciones judiciales de este Departamento Administrativo 
notificacionesjudiciales@dni.gov.co y hsaavedrar@dni.gov.co. 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
HERMAN EDUARDO SAAVEDRA ROBINSON 
Apoderado Especial 
Departamento Administrativo - Dirección Nacional de Inteligencia 
C.C. No. 80.076.721 de Bogotá 
T.P. No. 128.863 del H. Consejo Superior de la Judicatura 
Email:  hsaavedrar@dni.gov.co 
 duher137@hotmail.com 


































































































































































































































































